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Capítulo 12  
Lo que deben saber 
los parlamentarios 
acerca de los derechos 
civiles y políticos

El derecho a la vida

Artículo 3 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos

“Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 
seguridad de su persona”.

El Pacto Internacional 
de Derechos Civiles 
y Políticos, adoptado 
en 1966, obliga a los 
Estados Partes a respetar 
y proteger los derechos 
civiles y políticos de los 
individuos y los grupos, 
incluido el derecho a la 
libertad de religión, la 
libertad de opinión y de 
expresión, la libertad de 
reunión, la participación 
en los asuntos públicos y 
el derecho a las debidas 
garantías procesales, 
así como a un juicio 
imparcial. © CITIZENSIDE/
Jorge Mejía Peralta

2016. ONU, https://www.un.org/es/global-issues/human-rights 
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Artículo 6 1) del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“El derecho a la vida es inherente a la persona humana. 
Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser 
privado de la vida arbitrariamente”.

El derecho a la vida es el derecho humano más fundamental y no puede ser derogado 
ni siquiera en tiempos de guerra o en estados de emergencia. A diferencia de la 
prohibición de la tortura o de la esclavitud, no obstante, el derecho a la vida no es un 
derecho absoluto. La muerte de un combatiente de resultas de un “acto de guerra 
legítimo”, de acuerdo con el significado del derecho internacional humanitario, no 
constituye una violación del derecho a la vida. Del mismo modo, si los agentes 
encargados de hacer cumplir la ley matan a una persona, cabe la posibilidad de que 
ese acto tampoco viole el derecho a la vida, por ejemplo si la muerte se debe a un uso 
de la fuerza absolutamente necesario para propósitos legítimos, como la defensa propia 
o la defensa de un tercero, o a una detención legítima. Esa necesidad absoluta puede 
ser determinada solamente por un órgano judicial o cuasijudicial competente, caso por 
caso, teniendo en cuenta el principio de proporcionalidad. Por otro lado, el derecho a 
la vida no puede considerarse absoluto en los ordenamientos jurídicos que autorizan la 
pena capital (véase más adelante).

Recuadro 45	 El derecho a la vida y la jurisprudencia supranacional

En muchos casos, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y el Comité de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas han dictaminado que las ejecuciones sumarias y arbitrarias son 
por definición una violación del derecho a la vida.

Además, desde la sentencia histórica de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el proceso de 1988 Velásquez Rodríguez c. Honduras también ha 
quedado establecido que la práctica de las desapariciones forzosas, incluso si la 
cometen agentes no estatales, constituye una violación del derecho a la vida o, 
cuando menos, una grave amenaza para éste (entre otros muchos derechos como 
el derecho a la libertad o el derecho a un juicio imparcial).

El derecho a la vida y las obligaciones del Estado

Como todos los demás derechos humanos, el derecho a la vida no sólo protege a 
los individuos contra las injerencias arbitrarias de los agentes del Gobierno, sino que 
también obliga a los Estados a adoptar medidas positivas que ofrezcan protección 
frente a las muertes arbitrarias, las desapariciones forzosas y actos violentos análogos 
cometidos por fuerzas paramilitares, la delincuencia organizada o cualquier particular. 
Por consiguiente, los Estados deben tipificar esos actos y poner en práctica medidas 
preventivas, cautelares y correctoras cuando se trate de violaciones del derecho a 
la vida.
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Recuadro 46	 Un ejemplo de jurisprudencia sobre las obligaciones del 
Estado en relación con el derecho a la vida: la causa de las masacres de 
El Mozote y lugares adyacentes c. El Salvador

En 2012, la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió un dictamen 
por el que declaraba a la República de El Salvador responsable, en virtud del 
derecho internacional, de violaciones de los derechos humanos perpetradas 
por la Fuerza Armada de El Salvador en la región de El Mozote, en 1981. Se 
resolvió que las fuerzas armadas habían participado en “ejecuciones masivas, 
colectivas e indiscriminadas” de civiles a los que deberían haber protegido. 
La Corte IDH afirmó que, al promulgar posteriormente una serie de leyes de 
amnistía, el Estado había además incumplido sus obligaciones internacionales 
de investigar con eficacia y castigar violaciones graves del derecho en materia 
de derechos humanos, incluido el derecho a la vida (artículo 4 de la CADH). La 
Corte declaró que el dictamen en sí mismo podía considerarse una forma de 
reparación y ordenó que el Estado adoptara medidas para eliminar cualquier 
obstáculo a la investigación y el castigo de los delitos establecidos, proporcionara 
asistencia al desarrollo a las comunidades afectadas, participara en actividades 
educativas y de sensibilización sobre las reparaciones disponibles, creara 
ceremonias conmemorativas públicas de las víctimas de la masacre y ofreciera 
indemnizaciones pecuniarias y no pecuniarias a los familiares más cercanos de 
las víctimas.

Así pues, los Estados tienen el deber de velar por que:

•	 una agresión homicida contra una persona por otra persona sea un delito sancionado 
con las penas apropiadas en la legislación penal interna;

•	 todo delito violento se investigue exhaustivamente a fin de encontrar a los autores y 
llevarlos ante la justicia;

•	 se adopten medidas para prevenir y castigar las muertes arbitrarias por los agentes 
encargados de hacer cumplir la ley;

•	 la legislación prevea procedimientos eficaces para investigar los casos de personas 
que han sido víctimas de desaparición forzosa.

El Comité de Derechos Humanos ha afirmado que los Estados a menudo interpretan 
el derecho a la vida de forma demasiado restrictiva y que su obligación de protegerla y 
respetarla va más allá de simplemente tipificar como delitos el homicidio, el asesinato 
y las agresiones homicidas. En su Observación general N° 6 afirmó que los Estados 
deberían “adoptar todas las medidas posibles para disminuir la mortalidad infantil 
y aumentar la esperanza de vida, en especial adoptando medidas para eliminar la 
malnutrición y las epidemias”, lo que implica que los Estados tienen el deber de 
adoptar todas las medidas posibles para garantizar un nivel de vida adecuado y que 
tienen “la suprema obligación de evitar las guerras, los actos de genocidio y demás 
actos de violencia de masas que causan la pérdida arbitraria de vidas humanas”.
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En ese sentido, los parlamentarios pueden contribuir a la realización del derecho a la 
vida velando por que:

•	 se adopten medidas para mejorar la situación en relación con los derechos a la 
alimentación, la salud, la seguridad, la paz y un nivel de vida adecuado, todos los 
cuales contribuyen a proteger el derecho a la vida;

•	 el gobierno adopte y ponga en práctica políticas encaminadas a la capacitación de 
los agentes encargados de hacer cumplir la ley, como los agentes de policía y los 
funcionarios de prisiones, con el fin de reducir al mínimo la probabilidad de que se 
produzcan violaciones del derecho a la vida;

•	 se adopten medidas para reducir la mortalidad infantil y aumentar la esperanza de vida, 
especialmente eliminando la malnutrición y las epidemias (véase también el capítulo 13).

Cuestiones controvertidas relacionadas con el derecho a la vida

La pena capital

La cuestión de la pena capital es fundamental en relación con el derecho a la vida. 
Su historia jurídica y los debates conexos comparten numerosas similitudes con la 
historia y los debates sobre otras dos prácticas: la esclavitud y la tortura. La esclavitud, 
ampliamente practicada en el mundo a lo largo de la historia, fue abolida por ley apenas 
en el siglo XIX y la tortura fue aceptada ordinariamente como parte de los procesos 
penales hasta el siglo de las luces. Aunque ambas prácticas están hoy absolutamente 
prohibidas en virtud del derecho consuetudinario y el derecho internacional basado 
en tratados, los progresos realizados hacia la abolición de la pena de muerte han sido 
comparativamente lentos.

Recuadro 47	 Argumentos a favor y en contra de la pena capital

Argumentos y justificaciones  
de la pena capital

Argumentos en contra

Disuasión El efecto disuasorio de la pena de 
muerte no ha quedado demostrado en 
la práctica.

Reparación y justicia para las víctimas Las normas de la justicia moderna 
priman la rehabilitación y la 
reintegración de los delincuentes 
y reconocen que los delincuentes 
también tienen derechos humanos.

Limitación de los recursos Esto aumenta el riesgo de error judicial 
y la ejecución de personas inocentes.

Los instrumentos internacionales 
reconocen la aplicación del castigo lícito 
como una excepción a las garantías 
relativas al derecho a la vida con arreglo 
al derecho internacional.

Esta excepción legitima una forma de 
pena cruel, inhumana y degradante.
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En su resolución 1984/50, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 
adoptó, con el posterior respaldo de la Asamblea General de las Naciones Unidas, las 
salvaguardias para proteger los derechos de las personas condenadas a la pena de 
muerte (a veces denominadas “Salvaguardias del ECOSOC”). Aunque esas salvaguardias 
constituyen normas mínimas que reflejan en gran medida las disposiciones del PIDCP, 
siguen siendo violadas. A continuación se esbozan algunas consideraciones pertinentes.

Hay ciertas categorías de delincuentes que están exentos o deberían estarlo de la pena 
capital. Entre ellos figuran los siguientes:

•	 Menores: tanto el PIDCP como la CRC afirman claramente que ninguna persona 
que sea menor de 18 años en el momento de cometer un delito debe ser sometida 
a la pena de muerte. Esa norma se ha convertido en parte del derecho internacional 
consuetudinario.

•	 Personas de edad: ni el PIDCP ni las Salvaguardias del ECOSOC prevén esa exención, 
si bien en 1998 el Comité de Prevención del Delito y Lucha contra la Delincuencia 
recomendó al Consejo Económico y Social que se aconsejara a los Estados 
Miembros que estableciesen una edad máxima para las condenas a muerte o las 
ejecuciones; el artículo 4 5) de la CADH dispone que no se imponga la pena capital a 
personas que, en el momento de cometer el delito, tuvieran más de 70 años de edad.

•	 Mujeres embarazadas: las Salvaguardias prohíben la ejecución de embarazadas 
debido a su estado.

•	 Personas con discapacidad mental: el principio de que las personas con trastornos 
mentales, incluidas las personas con una discapacidad intelectual, no deban ser 
condenadas a muerte o ejecutadas, aunque está ausente del PIDCP y los tratados 
regionales de derechos humanos, se incluye en las Salvaguardias del ECOSOC.

Además, el derecho internacional prevé que las garantías a un juicio imparcial deben 
ser escrupulosamente respetadas en todos los Estados, también en los que aplican 
la pena capital. El Comité de Derechos Humanos observa que la imposición de 
una condena a muerte como resultado de un juicio en que no se han respetado las 
disposiciones del artículo 14 del PIDCP constituye una violación del derecho a la vida 
(tal como se adoptó en la comunicación N°250/1987). Un abogado debe asistir a las 
personas acusadas de delitos capitales en todas las etapas de los procedimientos. En 
virtud del artículo 6 4) del PIDCP, no se debe proceder a la ejecución mientras haya 
pendiente una apelación u otro recurso, y el individuo debe poder solicitar la amnistía, 
el indulto o la conmutación de la sentencia.

En los lugares donde no ha sido abolida, la pena de muerte debe ser un castigo 
excepcional, siempre administrado de acuerdo con el principio de proporcionalidad. 
El artículo 6 del PIDCP se refiere a “los más graves delitos” y, de acuerdo con las 
Salvaguardias del ECOSOC, la definición de los “delitos más graves” que puedan 
castigarse con la pena de muerte “se limitará a los delitos intencionales que tengan 
consecuencias fatales u otras consecuencias extremadamente graves”. El Comité de 
Derechos Humanos también ha concluido que una sentencia obligatoria a muerte por 
un delito concreto no es compatible con el derecho de los derechos humanos en tanto 
que no toma en cuenta las circunstancias de cada caso (véase, por ejemplo, Rolando c. 
Filipinas CCPR/C/82/D/1110/2002).
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Movimiento hacia la abolición de la pena capital

Al terminar la Segunda Guerra Mundial, cuando se estaban elaborando las normas 
internacionales de derechos humanos, la pena de muerte seguía aplicándose en la 
mayoría de los Estados. A ello se debe que el artículo 2 del CEDH, el artículo 6 del 
PIDCP y el artículo 4 de la CADH prevean una excepción al principio de derecho a la 
vida en el caso de la pena capital. Desde entonces, no obstante, ha surgido una clara 
tendencia en favor de la abolición y la prohibición de la pena capital.

Los redactores del PIDCP ya estaban allanando el camino para la abolición de la pena 
capital en el artículo 6 del Pacto, por el que se prevé que: “Ninguna disposición de este 
artículo podrá ser invocada por un Estado Parte en el presente Pacto para demorar o 
impedir la abolición de la pena capital”. Tal como la Asamblea General de las Naciones 
Unidas afirmó en su resolución 2857 en 1971, sólo se puede garantizar plenamente 
el derecho a la vida si se restringe progresivamente el número de delitos a los que se 
pueda imponer la pena de muerte, “habida cuenta de la conveniencia de abolir esa 
pena en todos los países”. Ya en 1982, el Comité de Derechos Humanos señaló en su 
Observación general sobre el derecho a la vida que “todas las medidas encaminadas 
a la abolición deben considerarse como un avance en cuanto al goce del derecho a la 
vida”. Con este fin, se adoptó el Segundo Protocolo Facultativo al PIDCP en 1989 para 
promover la abolición universal de la pena capital.

En diciembre de 2007, la Asamblea General adoptó una resolución innovadora por 
la que pide una moratoria en el uso de la pena capital (A/RES/62/149), con una clara 
mayoría de Estados a favor. Desde entonces se han adoptado varias resoluciones más 
sobre esta cuestión (véanse 63/138, 65/206, 67/176 y 69/186), siendo cada vez más 
los países a favor de la abolición. Estas resoluciones piden a los Estados que restrinjan 
progresivamente el uso de la pena de muerte y no impongan la pena capital a delitos 
cometidos por mujeres embarazadas ni personas menores de 18 años. Asimismo, se 
pide a los Estados que reduzcan el número de delitos sujetos a la pena de muerte. La 
acción global de las Naciones Unidas para la abolición de la pena capital también se 
ha centrado en el problema de las sentencias condenatorias erróneas, la incapacidad 
de la pena de muerte de disuadir de la realización de un delito violento y la aplicación 
discriminatoria de la pena capital a personas que pertenecen a grupos marginados1.

Abolición de la pena capital en Europa

El Sexto Protocolo Adicional del CEDH, adoptado en 1983 y ratificado por todos los 
Estados Miembros del Consejo de Europa a excepción de la Federación de Rusia, 
prohíbe la pena capital en tiempos de paz; el Decimotercero Protocolo Adicional del 
Convenio Europeo, adoptado en 2002, dispone la prohibición absoluta de la pena 
capital en Europa (es decir, incluso en tiempos de guerra). Puesto que la abolición de 
la pena capital se adoptó como parte integrante de la política de la Unión Europea y 
el Consejo de Europa (y también como requisito de ingreso para los nuevos Estados 
Miembros), puede considerarse que hoy en día en Europa, a excepción de Belarús y la 
Federación de Rusia, no existe la pena de muerte.

1	 Véase la página web del ACNUDH sobre la pena de muerte (en inglés): www.ohchr.org/EN/Issues/
DeathPenalty.

http://www.ohchr.org/EN/Issues/DeathPenalty
http://www.ohchr.org/EN/Issues/DeathPenalty
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Actividades para abolir la pena capital en las Américas

Puede observarse una tendencia análoga hacia la abolición en las Américas. En 1990, 
la Organización de los Estados Americanos (OEA) adoptó un Protocolo de la CADH por 
el que se abolía la pena capital. A fecha de julio de 2016, 13 Estados (Argentina, Brasil, 
Chile, Costa Rica, Ecuador, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, República 
Dominicana, la República Bolivariana de Venezuela y Uruguay) habían ratificado 
el Protocolo.

Aunque países como los Estados Unidos de América, Arabia Saudita, China, Pakistán y 
la República Islámica del Irán siguen aplicando la pena capital y se oponen firmemente 
a su abolición conforme al derecho internacional, hoy en día más de dos tercios de los 
Estados han abolido la pena capital, ya sea por ley o en la práctica. Casi tres decenios 
después de su adopción, el Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP ha sido ratificado 
por más de 80 Estados (principalmente de Europa y de América Latina) y la pena de 
muerte ha sido abolida formalmente o no se practica en otros 140 países (véase el 
recuadro 49).

Recuadro 48	 Evolución de la jurisprudencia en apoyo de la no extradición 
y la abolición de la pena capital

•	 En 1989, en la causa Soering c. el Reino Unido, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos decidió que la extradición de un ciudadano alemán por el Reino Unido 
a los Estados Unidos de América, donde permanecería durante muchos años en 
la galería de los condenados a muerte, constituía trato inhumano en virtud del 
artículo 3 del CEDH.

•	 En 1993, en la causa Ng c. el Canadá, otro caso de extradición a los Estados 
Unidos de América, el Comité de Derechos Humanos decidió que la ejecución 
por asfixia en la cámara de gas, como se practica en California, supone una 
pena inhumana con arreglo al artículo 7 del PIDCP.

•	 En una sentencia histórica de 1995, el Tribunal Constitucional de Sudáfrica 
concluyó que la pena capital en sí, con independencia del método de ejecución 
u otras circunstancias, es inhumana y viola la prohibición de las penas 
inhumanas en Sudáfrica.

•	 En 2003, en la causa Judge c. el Canadá, el Comité de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas consideró que el Canadá, en cuanto Estado Parte que ha 
abolido la pena de muerte, con independencia de que aún no haya ratificado el 
Segundo Protocolo Facultativo del Pacto, destinado a abolir la pena de muerte, 
violó el derecho a la vida del autor con arreglo al artículo 6 1), al deportarlo a los 
Estados Unidos de América, donde está condenado a muerte, sin asegurarse de 
que la pena capital no vaya a llevarse a cabo.

•	 En la causa Öcalan c. Turquía (2003), el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos afirmó que la imposición de la pena capital tras un juicio no imparcial 
constituía trato inhumano y violaba el artículo 3 del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos.
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•	 El 1° de marzo de 2005, la Corte Suprema de los Estados Unidos dictaminó que 
la pena capital impuesta a personas condenadas por delitos cometidos cuando 
eran menores de edad es inconstitucional. La Corte hizo referencia al abrumador 
peso de la opinión internacional en contra de la pena capital impuesta a 
menores, diciendo que suponía una confirmación respetada e importante de 
su decisión, y afirmando que no supone menor fidelidad a la Constitución ni 
menoscabo al orgullo por sus orígenes reconocer que la afirmación expresa de 
ciertos derechos fundamentales por otras naciones y otros pueblos pone de 
relieve el carácter central de esos mismos derechos dentro del propio acervo de 
libertades del país.

Aborto

Los órganos internacionales de derechos humanos han expresado repetidamente su 
preocupación por el vínculo existente entre la realización de un aborto en condiciones 
de riesgo y las tasas de mortalidad materna, lo que afecta al disfrute por parte de las 
mujeres de su derecho a la vida. La mayor parte del derecho internacional de derechos 
humanos, incluido el artículo 6 del PIDCP y el artículo 2 del CEDH, ha sido interpretado 
previendo que el derecho a la vida comienza en el momento del nacimiento. De 
hecho, en la historia de negociaciones de muchos tratados y declaraciones, de la 
jurisprudencia internacional y regional y de gran parte del análisis jurídico se indica 
que el derecho a la vida, tal como se explica detalladamente en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, no está destinado a ser aplicado antes del 
nacimiento de un ser humano. La negación del derecho de una mujer embarazada a 
tomar una decisión fundamentada e independiente sobre el aborto viola o supone una 
amenaza para un amplio abanico de derechos humanos. Los órganos internacionales 
de derechos humanos han caracterizado las leyes que suelen tipificar el aborto 
como discriminatorio y como una barrera para el acceso de las mujeres a la atención 
sanitaria (véase por ejemplo la Observación general N° 22 del Comité DESC). Aunque 
el artículo 4 de la CADH estipula que el derecho a la vida está protegido “en general, 
a partir del momento de la concepción”, los órganos regionales de vigilancia de los 
derechos humanos de las Américas han subrayado que esta protección no es absoluta. 
La Corte IDH, en particular, ha determinado que los embriones no constituyen personas 
en virtud de la CADH, por lo que no se les puede conceder un derecho absoluto a la 
vida. La mayoría de los órganos internacionales y regionales de derechos humanos 
han establecido que cualquier protección prenatal debe ser coherente con el derecho 
de la madre a la vida, la integridad física, la salud y la vida privada, así como con los 
principios de igualdad y de no discriminación.

Recuadro 49	 Situación mundial en relación con la pena capital (2015)

Según Amnistía Internacional, en 2015 al menos 1634 personas fueron ejecutadas 
en 25 países y al menos 1998 personas fueron condenadas a muerte. Tres países, 
Arabia Saudita, Irán (República Islámica de) y Pakistán, fueron responsables del 
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89% de la ejecuciones registradas2. Esas cifras incluyen solamente los casos 
conocidos por Amnistía Internacional; las cifras reales de ejecuciones son 
probablemente más altas.

En el informe de Amnistía se señala que el número de ejecuciones aumentó en 
2015 en casi un 54%.

Países abolicionistas y retencionistas a fecha de diciembre de 2015

Abolicionistas respecto de todos los delitos: 102

Abolicionistas respecto de los delitos comunes solamente: 6

Abolicionistas de hecho: 32

Total de países que son abolicionistas en la legislación o de hecho: 140

Retencionistas: 58

Abolicionistas respecto de todos los delitos

Países y territorios en los que la ley no prevé la pena capital para ningún delito:

Albania, Alemania, Andorra, Angola, Argentina, Armenia, Australia, Austria, 
Azerbaiyán, Bélgica, Bhután, Bolivia (Estado Plurinacional de), Bosnia y 
Herzegovina, Bulgaria, Burundi, Camboya, Cabo Verde, Canadá, Colombia, Congo 
(República del), Costa Rica, Costa de Marfil, Croacia, Chipre, Dinamarca, Djibouti, 
Ecuador, Eslovaquia, Eslovenia, España, Estonia, Finlandia, Fiji, Filipinas, Francia, 
Gabón, Georgia, Grecia, Guinea-Bissau, Haití, Honduras, Hungría, Irlanda, Islandia, 
Islas Cook, Islas Marshall, Islas Salomón, Italia, Kiribati, Kirguistán, Letonia, 
Liechtenstein, Lituania, Luxemburgo, Macedonia, Madagascar, Malta, Mauricio, 
México, Micronesia, Moldova (República de), Mónaco, Montenegro, Mozambique, 
Namibia, Nepal, Nicaragua, Niue, Noruega, Nueva Zelandia, Países Bajos, Palau, 
Panamá, Paraguay, Polonia, Portugal, Reino Unido, República Checa, República 
Dominicana, Rumania, Rwanda, Samoa, San Marino, Santa Sede, Santo Tomé y 
Príncipe, Senegal, Serbia (incluido Kosovo), Seychelles, Sudáfrica, Suecia, Suiza, 
Suriname, Timor-Leste, Togo, Turquía, Turkmenistán, Tuvalu, Ucrania, Uruguay, 
Uzbekistán, Vanuatu y Venezuela (República Bolivariana de).

Abolicionistas solo respecto de delitos ordinarios

Países en los que la legislación prevé la pena capital sólo para los delitos 
cometidos bajo leyes militares u otras circunstancias excepcionales:

Brasil, Chile, El Salvador, Israel, Kazajstán y Perú.

Abolicionistas de hecho

En esta categoría figuran: a) países que, si bien conservan la pena de muerte para 
los delitos ordinarios como el asesinato, pueden ser considerados abolicionistas 
de hecho pues no han realizado ninguna ejecución en los últimos diez años y 
se cree que tienen una política o una práctica establecida de no llevar a cabo 

2	 Véase la página de Amnistía Internacional sobre la pena de muerte, https://www.amnesty.org/es/documents/
act50/3487/2016/es.

https://www.amnesty.org/es/documents/act50/3487/2016/es
https://www.amnesty.org/es/documents/act50/3487/2016/es
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ejecuciones, y b) países que han contraído el compromiso internacional de no 
aplicar la pena de muerte:

Argelia, Benín, Brunei Darussalam, Burkina Faso, Camerún, Corea del Sur, Eritrea, 
Federación de Rusia, Ghana, Granada, Kenia, Laos, Liberia, Malawi, Maldivas, 
Mali, Marruecos, Mauritania, Mongolia, Myanmar, Nauru, Níger, Papua Nueva 
Guinea, República Centroafricana, Sierra Leona, Sri Lanka, Suazilandia, Tanzania, 
Tayikistán, Tonga, Túnez y Zambia.

Retencionistas

Países y territorios que conservan la pena de muerte para delitos ordinarios:

Afganistán, Antigua y Barbuda, Arabia Saudita, Bahamas, Bahréin, Bangladesh, 
Barbados, Belice, Bielorrusia, Botsuana, Chad, China, Comoras, Corea del Norte, 
Cuba, Dominica, Egipto, Emiratos Árabes Unidos, Estados Unidos de América, 
Etiopía, Gambia, Guatemala, Guinea, Guinea Ecuatorial, Guyana, India, Indonesia, 
Irán (República Islámica de), Iraq, Jamaica, Japón, Jordania, Kuwait, Lesoto, 
Líbano, Libia, Malasia, Nigeria, Omán, Pakistán, Palestina (Estado de), Qatar, 
República Democrática del Congo, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vincente y 
las Granadinas, Singapur, Siria, Somalia, Sudán, Sudán del Sur, Tailandia, Taiwán, 
Trinidad y Tobago, Uganda, Vietnam, Yemen y Zimbabue.

El Comité de Derechos Humanos ha mantenido reiteradamente que las protecciones 
del derecho a la vida del PIDCP pueden ser vulneradas cuando se expone a una mujer 
a un riesgo de muerte debido a un aborto peligroso resultado de una legislación 
restrictiva sobre el aborto. En la causa de K.L. c. Perú (2005), el Comité estableció que 
la negación de un aborto terapéutico cuando la continuación del embarazo supone 
un riesgo considerable para la vida y la salud mental de la mujer embarazada viola 
el derecho de la mujer a no sufrir tratos crueles, inhumanos o degradantes. Esta 
interpretación queda reforzada en la jurisprudencia de otros órganos de vigilancia de 
los derechos humanos en los ámbitos internacional y regional3.

La pena de muerte por delitos relacionados con drogas

En los Estados que no han abolido la condena a muerte, ésta sólo puede aplicarse, 
conforme al artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, “por 
los más graves delitos”. El Comité de Derechos Humanos ha determinado que los 
delitos relacionados con drogas no llegan a considerarse como tales (véanse CCPR/C/
IDN/CO/1, párr. 10, CCPR/CO/84/THA, párr. 14 y CCPR/C/SDN/CO/3, párr. 19). El Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, el Relator Especial 
sobre la tortura, el Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o 
arbitrarias, el Consejo Económico y Social, la Asamblea General y el Secretario General 
apoyan esta interpretación.

No obstante, se ha calculado que 33 países o territorios continúan imponiendo 
la pena de muerte por delitos relacionados con drogas, con el resultado de unas 
1000 ejecuciones al año. Los delitos relacionados con drogas representan la mayoría 

3	 Véase El derecho a la vida, ¿de quién?, Centro de Derechos Reproductivos, 2014, www.reproductiverights.org. 

http://www.reproductiverights.org
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de las ejecuciones que tienen lugar en algunos países y se castigan obligatoriamente 
con la muerte en varios Estados (véase el Informe del Alto Comisionado sobre las 
repercusiones del problema mundial de las drogas en el ejercicio de los derechos 
humanos [A/HRC/30/65]).

Ingeniería genética

El campo de la ingeniería genética, en la intersección entre la ética, los derechos 
humanos y la innovación biotecnológica, posa una serie de preguntas controvertidas 
relacionadas con el derecho a la vida.

En 1997, la Conferencia General de la UNESCO adoptó la Declaración Universal sobre 
el Genoma Humano y los Derechos Humanos. Al siguiente año, la Declaración fue 
respaldada por la Asamblea General de las Naciones Unidas. La Declaración hace 
hincapié en que los principios de la dignidad humana; del consentimiento previo, 
libre y fundamentado; de la confidencialidad, y de la no discriminación deben ser 
respetados en la realización de investigaciones genéticas. Conforme al artículo 11 de 
la Declaración, las prácticas contrarias a la dignidad humana, como la clonación con 
fines de reproducción de seres humanos, no están permitidas en virtud del derecho 
internacional de derechos humanos.

En 2003, la Conferencia General de la UNESCO adoptó una Declaración sobre los 
Datos Genéticos Humanos, que complementa el trabajo anterior sobre el genoma 
humano. El artículo 1 de la Declaración estipula que: “La recolección, el tratamiento, 
la utilización y la conservación de datos genéticos y datos proteómicos humanos y de 
muestras biológicas deberán ser compatibles con el derecho internacional relativo a los 
derechos humanos”.

En la actualidad, las dos declaraciones de la UNESCO son los únicos instrumentos 
internacionales que abordan específicamente las repercusiones de la investigación 
genética en los derechos humanos, aunque otros tratados también lo hacen en el 
ámbito regional, como el CEDH y la Biomedicina de 1997.

Eutanasia

La obligación de los Estados de proteger el derecho a la vida se ejercita en el caso de 
personas con una enfermedad incurable, personas con discapacidades y personas 
potencialmente vulnerables a la eutanasia involuntaria. Sin embargo, en el caso de 
un enfermo terminal que explícitamente expresa un deseo de morir, la obligación de 
proteger el derecho a la vida debe sopesarse respecto de los otros derechos humanos 
de esa persona, sobre todo los derechos a la vida privada y a la dignidad. Las leyes 
nacionales que limitan la responsabilidad penal por la eutanasia activa o pasiva y 
disponen un examen cuidadoso de todos los derechos afectados y de las debidas 
precauciones contra potenciales abusos (como está legislado en los Países Bajos, por 
ejemplo) no son necesariamente incompatibles con la obligación positiva del Estado 
de proteger el derecho a la vida. En 2002, y de nuevo en 2009, el Comité de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas expresó su preocupación por que la legislación 
relativa al suicidio asistido en los Países Bajos no fuera compatible con el artículo 6 del 
PIDCP sobre el derecho a la vida, ya que no prevé un examen judicial independiente de 
la decisión del paciente de poner fin a su vida.
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No obstante, al abordar estas difíciles cuestiones que trascienden la frontera entre la 
ética y la medicina, los Estados también pueden decidir la prohibición de la eutanasia, 
como queda patente en el fallo del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el 
proceso Pretty c. el Reino Unido (2002) (véase el recuadro 50).

Recuadro 50	 La causa Pretty c. el Reino Unido (2002)

Dianne Pretty padecía una enfermedad terminal y estaba paralizada desde 
el cuello para abajo por un trastorno de las neuronas motoras. Su capacidad 
intelectual y de adopción de decisiones, en cambio, estaban intactas y deseaba 
suicidarse. Su situación le impedía hacerlo por sí sola. Así pues, solicitó una 
garantía del Director de la Fiscalía Pública para que su marido no fuera perseguido 
si la ayudaba a poner fin a su vida. Su petición fue rechazada en virtud de las 
disposiciones pertinentes de la legislación inglesa, que prohíbe toda asistencia en 
la comisión de un suicidio, y esa decisión fue confirmada en última instancia en 
el nivel nacional. En su fallo sobre la apelación de la Sra. Pretty, que afirmaba que 
esta sentencia violaba entre otras cosas su derecho a la vida, el Tribunal Europeo 
afirmó que el derecho a la vida, garantizado en el artículo 2 del Convenio Europeo 
de Derechos Humanos, no podía interpretarse de tal manera que reconociera 
el derecho diametralmente opuesto, el derecho a morir, sea a manos de un 
tercero o con asistencia de una autoridad pública. A consecuencia de ese fallo se 
presentó en el parlamento británico un proyecto de ley de iniciativa parlamentaria, 
conocido como Proyecto de ley de muerte asistida para enfermos terminales, con 
el fin de legitimar la cooperación de un médico en el suicidio de una persona en 
circunstancias y condiciones definidas de manera muy estricta. Los autores del 
proyecto consideran que el derecho a asistir a una persona para que muera emana 
del artículo 8 1) del Convenio Europeo de Derechos Humanos, que garantiza el 
derecho al respeto de su vida privada y familiar, y que no es incompatible con la 
obligación positiva del Estado de proteger la vida.

Prohibición de la tortura y de los tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes: el derecho 
a la integridad y la dignidad de la persona

Artículo 5 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes”.

Artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes. En particular, 
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nadie será sometido sin su libre consentimiento a 
experimentos médicos o científicos”.

Artículo 1 de la Convención contra la Tortura

“A los efectos de la presente Convención, se entenderá 
por el término “tortura” todo acto por el cual se inflija 
intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos 
graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener 
de ella o de un tercero información o una confesión, 
de castigarla por un acto que haya cometido, o se 
sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar 
a esa persona o a otras o por cualquier razón basada en 
cualquier tipo de discriminación”.

La tortura es una de las más graves violaciones de los derechos humanos, pues 
constituye un ataque directo a la personalidad y la dignidad del ser humano. La 
prohibición de la tortura y otras formas de maltrato físico y mental, es decir, el derecho 
a la integridad y la dignidad de la persona, es un derecho humano absoluto y por 
consiguiente no puede ser derogado en circunstancia alguna. Esto también significa 
que nadie puede invocar una orden de un nivel superior como justificación de la tortura.

Recuadro 51	 Codificación de la prohibición de la tortura

La prohibición de la tortura está codificada en la DUDH (artículo 5), el PIDCP 
(artículo 7) y la CAT, al igual que en tratados regionales como el CEDH 
(artículo 3), el Convenio Europeo para la Prevención de la Tortura y las Penas 
o Tratos Inhumanos o Degradantes, la CADH (artículo 5), la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Carta Africana sobre los 
Derechos Humanos y de los Pueblos (artículo 5), y en algunos instrumentos de 
establecimiento de normas, entre ellos las Reglas mínimas para el tratamiento de 
los reclusos, los Principios básicos para el tratamiento de los reclusos, el Conjunto 
de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier 
forma de detención o prisión, las Reglas de las Naciones Unidas para la protección 
de los menores privados de libertad y los Principios relativos a la investigación y 
documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes. La tortura también está absolutamente prohibida por diversas 
disposiciones de los Convenios de Ginebra de 1949, en particular su artículo 3 
común. Además, el Estatuto de Roma de la CPI define la tortura como “crimen 
de lesa humanidad” cuando se comete a sabiendas como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra cualquier población civil.

“El fundamento jurídico y moral para la 
prohibición de la tortura y de otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes es absoluto e 
imperativo y en ninguna circunstancia debe ceder 
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o verse subordinado a otros intereses, políticas 
y prácticas”.

Theo van Boven, ex Relator Especial de la Comisión de 
Derechos Humanos sobre la cuestión de la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

¿Qué se entiende por tortura?

El artículo 1 de la CAT la define como todo acto cometido por un funcionario público 
u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su 
consentimiento o aquiescencia, por el cual se inflijan intencionadamente a una persona 
dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de 
ella información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido o de 
intimidarla o discriminarla. Esta definición de tortura es más limitada que la contenida 
en el artículo 7 del PIDCP, que no menciona la condición de que los actos sean 
realizados por alguien que actúa en el ejercicio de funciones públicas ni tampoco hace 
referencia a la naturaleza intencionada o a los elementos de un ‘propósito específico’. 
Sin embargo, en los últimos años, el Comité contra la Tortura ha comenzado a utilizar 
la definición más amplia del alcance de la tortura para incluir delitos, como el de la 
violencia doméstica contra mujeres y niños o el uso de trabajo forzoso por parte de 
personas a título particular, en los que el Estado no ha actuado con la debida diligencia 
para prevenir, investigar y reparar. De forma análoga, el Relator Especial de las 
Naciones Unidas sobre la tortura subraya que la falta de acción por parte de los Estados 
para eliminar estas prácticas persistentes (como la violencia infligida por la pareja, el 
matrimonio infantil y forzado, la mutilación genital femenina y los denominados ‘delitos 
de honor’) y para tipificar las violaciones de guerra y revocar la legislación que exculpa 
a los violadores que se casan con sus víctimas, vulnera la obligación de prevenir y 
perseguir los tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes (véase el Informe del 
Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la tortura Juan E. Méndez relativo a la 
dimensión de género de la tortura y el maltrato, del Consejo de Derechos Humanos, 
2006 [A/HRC/31/57]).

Conforme a la definición de tortura contenida en la Convención contra la Tortura, los 
actos que resultan en sufrimiento pero carecen de uno de los elementos fundamentales 
de la tortura (la intención, el propósito específico y la indefensión de la víctima) pueden, 
dependiendo de la forma, el propósito y la gravedad del sufrimiento, ser considerados 
constitutivos de trato o pena cruel, inhumano o degradante. Puesto que todas las 
formas de castigo lícito inflijen un grado de sufrimiento y contienen algún elemento 
de humillación, los actos punitivos no pueden contemplarse como crueles, inhumanos 
o degradantes a menos que haya presente algún otro aspecto. Algunos ejemplos de 
actos considerados un castigo cruel, inhumano o degradante por el Comité contra la 
Tortura son la reclusión en régimen de aislamiento durante más de 7 días, el desnudo y 
registro rutinario de los detenidos y ser forzado a llevar identificaciones especificando la 
competencia de una persona en el idioma local, lo que se define tanto discriminatorio 
como humillante.
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“La tortura tiene por objeto humillar, ofender 
y degradar a un ser humano y convertirlo en 
una ‘cosa’”.

Antonio Cassese, ex Presidente del Comité del Consejo 
de Europa para la Prevención de la Tortura, en Inhuman 
States: Imprisonment, Detention and Torture in Europe 
Today, Cambridge Polity Press, 1996, pág. 47.

“Es la indefensión de la víctima la que hace que 
la tortura sea tan diabólica: el hecho de que una 
persona tenga poder absoluto sobre otras. Esto 
es lo que diferencia a la tortura de otras formas 
de trato cruel, inhumano o degradante (…). Y es 
por lo que, al igual que la esclavitud, la tortura 
es el ataque más directo al centro de la dignidad 
humana, una forma especial de violencia cuya 
prohibición es norma superior del derecho 
internacional, jus cogens…”.

Manfred Nowak, ex Relator Especial de las Naciones 
Unidas sobre la tortura, en On Torture, editado por El 
Centro Jurídico Adalah para los Derechos de la Minoría 
Árabe en Israel, Médicos para los Derechos Humanos-
Israel y Centro Al Mezan para los Derechos Humanos, 
2012, pág. 22.

¿Qué obligaciones impone al Estado la prohibición de la tortura?

Los gobiernos no deben restringir ni permitir la derogación del derecho a la integridad y 
la dignidad de la persona ni siquiera en tiempos de guerra o en estados de emergencia. 
El Comité contra la Tortura ha afirmado que ni siquiera cuando se cree que un 
sospechoso dispone de información acerca de un ataque inminente que podría poner 
en peligro la vida de civiles, el Estado amenazado no puede emplear métodos de 
interrogatorio que violen la prohibición de la tortura y los malos tratos.

Recuadro 52	 Garantías procesales durante la custodia policial

Los órganos de vigilancia de los derechos humanos han recibido numerosas 
denuncias relacionadas con tortura y malos tratos producidos durante la custodia 
policial. Las siguientes garantías procesales limitan considerablemente la 
exposición de las personas detenidas a ese riesgo:

•	 notificación de la custodia: el derecho de las personas detenidas a que su 
detención sea notificada a un tercero de su elección (familiar, amigo o consulado);

•	 el derecho de los detenidos a tener acceso a un abogado y a que éste se 
encuentre presente durante el interrogatorio;
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•	 el derecho de los detenidos a solicitar un reconocimiento por un médico de su 
elección (además de cualquier reconocimiento que lleve a cabo un médico a 
petición de las autoridades policiales);

•	 disponibilidad de registros centralizados de todos los detenidos y los lugares de 
detención;

•	 exclusión de toda prueba obtenida mediante tortura u otra forma de coacción;

•	 grabación en audio o vídeo de todos los interrogatorios policiales.

Estas formas prohibidas de tortura y malos tratos pueden incluir el restringir el 
movimiento de la persona en condiciones que le causen dolor, encapucharla, exponerla 
de forma prolongada a música a gran volumen o privarla del sueño, amenazarla, 
sacudirla violentamente o utilizar aire frío para enfriarla. La prohibición absoluta de la 
tortura y los malos tratos está fundada en la premisa de que si se permiten excepciones 
limitadas, es probable que aumente el uso de la tortura.

Los Estados tienen la obligación de prevenir, investigar, perseguir y castigar todo acto 
de tortura. Deben conceder una reparación a las víctimas, incluida la rehabilitación 
médica y psicológica por daños materiales y morales (véase el recuadro 53).

Recuadro 53	 Obligaciones del Estado en virtud de la Convención contra 
la Tortura y su Protocolo Facultativo

Los Estados Partes en la Convención tienen las siguientes obligaciones:

•	 promulgar legislación que sancione la tortura, facultar a las autoridades para 
perseguir y castigar el crimen de tortura dondequiera que se haya cometido 
y cualquiera que sea la nacionalidad del autor o de la víctima e impedir esas 
prácticas (principio de jurisdicción universal consagrado en el artículo 5 de la 
Convención);

•	 velar por que la capacitación del personal civil o militar encargado de hacer 
cumplir la ley, el personal médico, los funcionarios públicos y otras personas 
que puedan participar en la custodia, el interrogatorio o el tratamiento de 
personas arrestadas, detenidas o recluidas incluya educación e información 
completas sobre la prohibición de la tortura (artículo 10 de la Convención);

•	 velar por que las normas, instrucciones, métodos y prácticas de interrogatorio 
y las disposiciones para la custodia y el tratamiento de las personas sometidas 
a cualquier forma de arresto, detención o reclusión sean sistemáticamente 
revisadas por órganos independientes (artículo 11 de la Convención);

•	 velar por que las denuncias de tortura y malos tratos sean investigadas 
detalladamente por las autoridades competentes, por que los torturadores sean 
llevados ante la justicia, por que las víctimas dispongan de un recurso efectivo y 
por que se promulguen leyes para aplicar medidas que impidan la tortura y los 
malos tratos durante la detención (artículos 12 a 14 de la Convención);
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•	 abstenerse de expulsar o devolver (refoulement) o extraditar a una persona a 
otro Estado en el que es probable que se vea expuesta a tortura (principio de 
non-refoulement o “no devolución”) (artículo 3 de la CAT);

•	 presentar informes periódicos al Comité contra la Tortura sobre las medidas 
adoptadas para dar efecto a la Convención u otros informes que solicite el 
Comité (artículo 19 de la CAT);

•	 establecer mecanismos preventivos nacionales e independientes que lleven a 
cabo visitas a todos los lugares de detención (Protocolo Facultativo de la CAT, 
adoptado en 2002).

Prohibición de las penas crueles, inhumanas o degradantes

Las normas mínimas para la prohibición de los tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes varían de un país a otro. No obstante, conforme a las sentencias de 
numerosos órganos (el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Comité contra la Tortura, el 
Comité de los Derechos del Niño, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Africana de Derechos Humanos y 
de los Pueblos), el castigo corporal en todas sus variantes constituye una pena cruel, 
inhumana o degradante y por lo tanto está prohibido en virtud del derecho de derechos 
humanos contemporáneo4. Asimismo, la pena capital se considera una pena cruel, 
inhumana y degradante en la mayor parte del mundo.

Derecho de los detenidos y los reclusos a ser tratados humanamente

El artículo 10 del PIDCP garantiza el derecho de todas las personas privadas de libertad 
a ser tratadas humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano. Según el Comité de Derechos Humanos, las personas privadas de libertad no 
pueden ser “sometidas a ninguna privación o restricción que no sean las derivadas de 
su privación de libertad”.

Hay varios instrumentos de derecho no vinculante que especifican normas mínimas 
aplicables a los detenidos.

Recuadro 54	 Normas mínimas de las Naciones Unidas relativas a la 
detención y a la práctica de la aplicación de la ley

•	 Salvaguardias para garantizar la protección de los derechos de los condenados 
a la pena de muerte, 1948.

•	 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, 1955 (revisadas y adoptadas 
como las “Reglas Nelson Mandela” en diciembre de 2015).

•	 Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 1979.

4	 A fecha de marzo de 2016, 48 Estados han prohibido el castigo corporal de los niños en todos los entornos, 
incluido el hogar; 53 se han comprometido públicamente a modificar la legislación a este respecto; 36 
reconocen el castigo corporal como sentencia de los tribunales, y 21 aún no lo han prohibido totalmente en 
todos los entornos cotidianos de los niños (www.endcorporalpunishment.org).

http://www.endcorporalpunishment.org
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•	 Principios de ética médica aplicables a la función del personal de salud, 
especialmente los médicos, en la protección de personas presas y detenidas 
contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 1982.

•	 Salvaguardias para garantizar la protección de los derechos de los condenados 
a la pena de muerte, 1984.

•	 Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de 
menores (Reglas de Beijing), 1985.

•	 Conjunto de principios para la protección de todas las personas sometidas a 
cualquier forma de detención o prisión, 1988.

•	 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los 
Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, 1990.

•	 Principios básicos para el tratamiento de los reclusos, 1990.

•	 Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil 
(Directrices de Riad), 1990.

•	 Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la 
libertad (Reglas de Tokio), 1990.

•	 Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de 
libertad, 1990.

•	 Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas No 
Privativas de la Libertad para las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok), 2010.

•	 Principios y Directrices de las Naciones Unidas sobre el Acceso a la Asistencia 
Jurídica en los Sistemas de Justicia Penal, 2012.

Recuadro 55	 Derechos humanos y privatización de las prisiones

La participación del sector privado en la operación de los centros penitenciarios 
(construcción de cárceles, traslado de presos, adquisición de suministros e 
incluso la gestión completa de centros de detención) no ha dejado de aumentar 
desde los años ochenta, cuando se reintrodujo por primera vez en los Estados 
Unidos de América, país en el que esta práctica se había abandonado medio 
siglo antes. Al menos 11 países han privatizado los centros penitenciarios en 
algún grado. La privatización de las prisiones ha reducido la capacidad de los 
Estados para garantizar el respeto de los derechos de los reclusos a la vez que 
limita la capacidad de los reclusos de exigir responsabilidades a las autoridades 
penitenciarias y al Estado por las violaciones de sus derechos humanos. El 
hecho de que los proveedores empresariales de centros penitenciarios se vean 
motivados por el beneficio económico a menudo provoca que las condiciones de 
detención sean inferiores a la norma y aumenta el riesgo de violencia y de abusos 
contra los detenidos y contra el personal5.

5	 Cody Mason, International Growth Trends in Prison Privatization, The Sentencing Project, 2013, disponible en 
inglés en: sentencingproject.org.

http://sentencingproject.org
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El Comité de Derechos Humanos ha expresado su preocupación por la 
privatización de las prisiones. En una comunicación contra Australia, mantuvo 
que: “el hecho de otorgar contratos al sector comercial privado para que se 
encarguen de actividades estatales básicas que incluyen el uso de la fuerza y 
la detención de personas no exime a un Estado Parte de sus obligaciones con 
arreglo al Pacto” (comunicación N° 1020/2001, párr. 7.2.). En sus Observaciones 
finales sobre el informe presentado por el Estado de Nueva Zelandia en 2010, 
el Comité afirmó que: “El Comité toma conocimiento de las medidas adoptadas 
por el Estado para afrontar el riesgo de violaciones de los derechos humanos en 
relación con el proyecto de enmienda de la Ley penitenciaria (Gestión por contrata 
de las prisiones) de 2009, pero reitera su preocupación por la privatización 
de la administración de las cárceles. Le preocupa que esa privatización en un 
ámbito en que el Estado parte es responsable de la protección de los derechos 
humanos de las personas privadas de libertad no sea compatible con sus 
obligaciones derivadas del Pacto y con su responsabilidad por cualquier violación, 
independientemente de las salvaguardas que existan (arts. 2 y 10)”.

El derecho a la libertad y la seguridad personal

Artículo 3 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 
seguridad de su persona”.

Artículo 9 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni 
desterrado”.

Artículo 9(1) del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad 
personales. Nadie podrá ser sometido a detención o 
prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, 
salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al 
procedimiento establecido en ésta”.

En su Observación general N° 35 (2014), el Comité de Derechos Humanos afirma: 
“La libertad y la seguridad personales son valiosas por sí mismas y también porque su 
privación ha sido históricamente un medio fundamental para obstaculizar el disfrute 
de otros derechos” El Comité de Derechos Humanos se refiere a la libertad personal 
como la “ausencia de confinamiento físico, no a una libertad general de acción”6 y a la 
seguridad personal como “la protección contra lesiones físicas o psicológicas”7.

6	 Comité de Derechos Humanos, Comunicación N° 854/1999, Wackenheim c. France, párr. 6.3.

7	 Comité de Derechos Humanos, Observación general N° 35 (2014), párr. 3.
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El derecho a la libertad y la seguridad personal tiene por objeto proteger contra el 
arresto y la detención arbitrarios o ilícitos y contra la realización intencional de lesiones 
corporales o psicológicas, independientemente de que la víctima se encuentre 
arrestada o no. Esta garantía básica se aplica a todas las personas, incluidas las 
privadas de libertad o en prisión preventiva por estar acusadas de un delito o por 
motivos como enfermedad mental, vagabundeo, custodia institucional de niños o a 
efectos de control de la inmigración. Otras restricciones de la libertad de movimiento, 
como el destierro a cierta zona de un país, los toques de queda, la expulsión de un 
país o la prohibición de abandonar un país, no constituyen injerencia con la libertad 
personal, aunque pueden violar otros derechos humanos, como la libertad de 
circulación o de residencia (art. 14, PIDCP).

Recuadro 56	 Artículo 5 del Convenio Europeo para la Protección de 
los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales: motivos 
admisibles de privación de libertad

•	 Privación de libertad de una persona en virtud de una sentencia dictada por un 
tribunal competente.

•	 Custodia policial y detención preventiva de un presunto delincuente con el fin 
de evitar su fuga, la interferencia con las pruebas o la reincidencia.

•	 Privación de libertad en un proceso civil para asegurar que un testigo 
comparezca ante la justicia o se someta a una prueba de paternidad.

•	 Privación de libertad de extranjeros en relación con la inmigración, el asilo, la 
expulsión y la extradición.

•	 Privación de libertad de menores con fines de supervisión educativa.

•	 Privación de libertad de personas con discapacidades mentales en un hospital 
psiquiátrico.

•	 Cuarentena de personas enfermas con el fin de contener enfermedades 
infecciosas.

•	 Privación de libertad de alcohólicos, toxicómanos y vagabundos.

¿Cuándo son lícitos el arresto o la detención?

Una persona puede ser privada de su libertad sólo por motivos legales y con arreglo a un 
procedimiento establecido por la ley. El procedimiento debe ser conforme no sólo con 
las leyes internas, sino también con las normas internacionales. La legislación interna 
pertinente no debe ser arbitraria, es decir, no debe adolecer de impropiedad, parcialidad 
o impredecibilidad. Además, la aplicación de la ley en un caso dado nunca debe ser 
arbitraria o discriminatoria, sino proporcionada a todas las circunstancias que rodeen al 
caso. Además, el Comité de Derechos Humanos señaló en el párrafo 12 de la Observación 
general N° 35 (2014): “Salvo en el caso de sentencias condenatorias impuestas 
judicialmente por un período determinado, la decisión de mantener a alguien en cualquier 
forma de reclusión es arbitraria si su justificación no se reevalúa periódicamente”.
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Recuadro 57	 Jurisprudencia del Comité de Derechos Humanos sobre la 
prisión preventiva

Según el Comité de Derechos Humanos, la prisión preventiva debe ser no sólo 
legítima sino también necesaria y razonable en las circunstancias del caso. El 
Comité ha reconocido que el PIDCP permite a las autoridades mantener a una 
persona en custodia como medida excepcional si ello es necesario para garantizar 
la comparecencia de esa persona ante la justicia, pero ha interpretado el requisito 
de la “necesidad” de forma estricta: la sospecha de que una persona ha cometido 
un delito no justifica por sí sola la privación de libertad durante la investigación 
y la imputación (véase A. W. Mukong c. Camerún, Comunicación N° 458/1991). 
El Comité de Derechos Humanos ha afirmado también, no obstante, que 
la detención preventiva puede ser necesaria para prevenir la fuga, evitar la 
interferencia con los testigos y las pruebas o impedir que se cometan nuevos 
delitos (véase Hill c. España, Comunicación N° 526/1993, párrafo 12.3.).

Pueden encontrarse ejemplos típicos de los motivos permisibles para el arresto y la 
detención en el artículo 5 del CEDH, que ofrece una lista exhaustiva de los casos 
legítimos de privación de libertad en Europa (véase el recuadro 56) y puede servir 
como base para la interpretación de la expresión “detención o prisión arbitrarias” 
contenida en el artículo 9 del PIDCP. El encarcelamiento basado simplemente en la 
incapacidad de cumplir una obligación contractual, como el reembolso de una deuda, 
está explícitamente prohibido en el artículo 11 del PIDCP, el artículo 7 7) de la CADH y 
el artículo 1 del Cuarto Protocolo Adicional del CEDH.

¿Qué derechos tiene la persona detenida?

•	 Las personas detenidas tienen derecho a ser informadas rápidamente de los motivos 
de su arresto o detención, así como derecho a recibir asesoramiento letrado. 
Deben ser informadas rápidamente de todo cargo que pese contra ellas para poder 
impugnar la legitimidad de su arresto o detención y, en caso de ser procesadas, para 
poder preparar su defensa (PIDCP, art. 9 4)).

•	 Las personas que se enfrentan a una posible acusación penal tienen derecho a 
contar con la asistencia de un abogado de su elección. Si no pueden pagar a un 
abogado, debe proporcionárseles el asesoramiento de un letrado calificado y eficaz. 
Deben facilitárseles tiempo e instalaciones apropiadas para que se comuniquen con 
su asesor letrado. El acceso al asesoramiento letrado debe ser inmediato (PIDCP, 
art. 14 3 d)).

•	 Las personas detenidas tienen el derecho a comunicarse con el exterior y en 
particular a tener un acceso rápido a sus familiares, su abogado, un médico, un 
funcionario judicial y, si la persona detenida es extranjera, a personal consular o a 
una organización internacional competente. La comunicación con terceros es una 
salvaguardia indispensable contra violaciones de los derechos humanos como la 
reclusión secreta y en régimen de incomunicación, las desapariciones forzadas, 
la tortura y los malos tratos y es fundamental para obtener un juicio imparcial 
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(Conjunto de Principios de las Naciones Unidas para la Protección de Todas las 
Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, art. 16).

•	 Las personas detenidas como sospechosas de un delito penal tienen derecho a ser 
llevadas rápidamente ante un juez u otro funcionario judicial que debe a) evaluar si 
hay motivos legales suficientes para la privación de libertad, b) valorar si la detención 
preventiva es necesaria, c) salvaguardar el bienestar del detenido y d) impedir las 
violaciones de los derechos fundamentales del detenido (Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, art. 9).

•	 Las personas sometidas a detención preventiva tienen el derecho a ser juzgadas en un 
plazo razonable y de lo contrario a ser puestas en libertad. De acuerdo con el principio 
de presunción de inocencia, como norma general las personas a la espera de juicio 
por una acusación penal no deben ser retenidas en custodia (Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, art. 9 3)).

•	 Las personas privadas de libertad por cualquier motivo tienen el derecho de hábeas 
corpus, es decir que pueden impugnar la legitimidad de su detención ante un 
tribunal y pedir que se revise periódicamente su detención. El tribunal debe decidir 
sin demora, normalmente en un plazo de pocos días o semanas, sobre la legalidad 
de la detención y ordenar la puesta en libertad inmediata si la detención es ilícita. 
Si se ordena la detención por un período sin especificar (por ejemplo en un hospital 
psiquiátrico), el detenido tiene derecho a la revisión periódica, normalmente cada 
pocos meses (PIDCP, art. 9 4)).

•	 Por último, toda víctima de arresto o detención ilícitos puede exigir que se atienda su 
derecho a una indemnización (PIDCP, art. 9 5)).

Administración de justicia: 
el derecho a un juicio imparcial

Artículo 6 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al 
reconocimiento de su personalidad jurídica”.

Artículo 7 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, 
derecho a igual protección de la ley”.

Artículo 8 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante 
los tribunales nacionales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la constitución o por la ley”.
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Artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena 
igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un 
tribunal independiente e imparcial, para la determinación 
de sus derechos y obligaciones o para el examen de 
cualquier acusación contra ella en materia penal”.

Artículo 11 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a 
que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 
culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que 
se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para 
su defensa.

2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en 
el momento de cometerse no fueron delictivos según el 
derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá 
pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito”.

Artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“1. Todas las personas son iguales ante los tribunales 
y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a 
ser oída públicamente y con las debidas garantías por 
un tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido por la ley, en la substanciación de cualquier 
acusación de carácter penal formulada contra ella o 
para la determinación de sus derechos u obligaciones 
de carácter civil. La prensa y el público podrán ser 
excluidos de la totalidad o parte de los juicios por 
consideraciones de moral, orden público o seguridad 
nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija 
el interés de la vida privada de las partes o, en la medida 
estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando 
por circunstancias especiales del asunto la publicidad 
pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda 
sentencia en materia penal o contenciosa será pública, 
excepto en los casos en que el interés de menores de 
edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a 
pleitos matrimoniales o a la tutela de menores.

2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a 
que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 
culpabilidad conforme a la ley.
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3. Durante el proceso, toda persona acusada de un 
delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas:

a) A ser informada sin demora, en un idioma que 
comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas 
de la acusación formulada contra ella;

b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para 
la preparación de su defensa y a comunicarse con un 
defensor de su elección;

c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas;

d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse 
personalmente o ser asistida por un defensor de su 
elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del 
derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés 
de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de 
oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes 
para pagarlo;

e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo 
y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo 
y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones 
que los testigos de cargo;

f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal;

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a 
confesarse culpable.

4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a 
efectos penales se tendrá en cuenta esta circunstancia y la 
importancia de estimular su readaptación social.

5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá 
derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le 
haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, 
conforme a lo prescrito por la ley.

6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido 
ulteriormente revocada, o el condenado haya sido 
indultado por haberse producido o descubierto un hecho 
plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, 
la persona que haya sufrido una pena como resultado 
de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la 
ley, a menos que se demuestre que le es imputable en 
todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el 
hecho desconocido.
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7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito 
por el cual haya sido ya condenado o absuelto por una 
sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento 
penal de cada país”.

Artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en 
el momento de cometerse no fueran delictivos según el 
derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá 
pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del 
delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, 
el delincuente se beneficiará de ello.

2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá 
al juicio ni a la condena de una persona por actos u 
omisiones que, en el momento de cometerse, fueran 
delictivos según los principios generales del derecho 
reconocidos por la comunidad internacional”.

Artículo 16 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al 
reconocimiento de su personalidad jurídica”.

Los artículos 6 a 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos pueden 
agruparse bajo un encabezamiento común: la administración de justicia. El 
derecho a un juicio imparcial, garantizado también por el PIDCP y los tratados 
regionales de derechos humanos, es un derecho humano fundamental y requiere 
garantías procesales.

Igualdad ante la ley y los tribunales

El derecho a la igualdad ante los tribunales y las cortes de justicia es un elemento 
fundamental de la protección de los derechos humanos y sirve como medio 
procedimental para salvaguardar el estado de derecho. El derecho a la igualdad 
ante la ley significa que las leyes no deben ser discriminatorias y que los jueces y los 
funcionarios no deben hacer cumplir la ley de forma discriminatoria. El derecho a la 
igualdad ante la ley significa que todas las personas tienen el mismo derecho a acceder 
a los sistemas jurídicos y judiciales, así como el derecho a recibir un trato de igualdad 
por parte de las autoridades jurídicas y judiciales.

Elementos adicionales del derecho a un juicio imparcial

El derecho a un juicio imparcial se aplica a los procedimientos civiles o penales tal 
como ha sido definido por el Comité de Derechos Humanos en su Observación 
general N° 32 (2007) y, por consiguiente, al derecho penal y civil y a otros tipos de 
procedimientos que quedan englobados en esa definición. Los elementos básicos 
del derecho a un juicio imparcial son el principio de la “igualdad de armas” entre las 
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partes y el requisito de una vista imparcial y pública ante un tribunal independiente 
e imparcial.

•	 La “igualdad de armas” significa que ambas partes, la acusación y el acusado en 
los procedimientos penales o el demandante y el demandado en los procedimientos 
civiles, tienen los mismos derechos y las mismas oportunidades de estar presentes 
en las distintas fases del proceso, igual derecho a ser informados de los hechos y 
de los argumentos de la parte contraria e igual derecho a que sus argumentos sean 
escuchados por el tribunal (audiatur et altera pars).

•	 En general, las vistas y las sentencias del tribunal deben ser públicas: además 
de las partes, el público general también tiene derecho a estar presente. La idea 
que subyace en el principio de una vista pública es la transparencia y el control 
por el público, requisito clave para la administración de justicia en una sociedad 
democrática: “la justicia no solo debe hacerse; debe verse cómo se hace”. Se sigue 
de ello que, como principio general, los juicios no deben celebrarse mediante un 
procedimiento puramente escrito y a cámara cerrada, sino mediante vistas orales 
a las que el público tenga acceso. No todas las fases de los procedimientos, en 
particular en el nivel de apelaciones, requieren audiencias públicas; y el público, 
incluidos los medios de información, pueden verse excluidos por razones 
de moral, orden público, seguridad nacional, intereses privados y, en casos 
excepcionales, los intereses de la justicia. No obstante, toda sentencia debe ser 
pronunciada públicamente, sea en un comunicado verbal completo o por medio de 
anuncio escrito.

Recuadro 58	 Tribunales independientes e imparciales: la independencia 
del poder judicial

Los tribunales deben constituirse de tal forma que queden garantizadas su 
independencia y su imparcialidad. La independencia entraña ciertas salvaguardias 
relativas al nombramiento de los jueces, la duración de su mandato y la provisión 
de garantías contra las presiones externas. La imparcialidad significa que, al 
entender de las causas que se les presentan, los jueces no deben mostrar sesgo 
ni guiarse por intereses personales o motivos políticos. Los Principios básicos de 
las Naciones Unidas relativos a la independencia de la judicatura proporcionan 
directrices claras a ese respecto.

Los requisitos que deben cumplir las disposiciones legales que garantizan la 
independencia y la imparcialidad de los tribunales son los siguientes:

•	 en primer lugar, la independencia de la judicatura debe estar consagrada en la 
Constitución o en la legislación de rango nacional;

•	 el método de selección de los funcionarios judiciales debe caracterizarse por el 
equilibrio entre el ejecutivo y un órgano imparcial, muchos de cuyos miembros 
deben ser nombrados por organizaciones profesionales, como los colegios de 
abogados;

•	 la permanencia de los jueces en el cargo debe estar garantizada hasta la edad 
de jubilación forzosa o hasta que expire el período para el que han sido elegidos;
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•	 las decisiones en materia de acción disciplinaria, suspensión o separación del 
cargo de un juez deberán ser objeto de una revisión independiente.

Derechos del acusado en los procedimientos penales

Además del derecho a la “igualdad de armas” y a una audiencia pública, el derecho 
internacional de los derechos humanos reconoce varios derechos específicos a las 
personas acusadas de un delito penal:

•	 el derecho a la presunción de inocencia. La acusación debe demostrar la culpabilidad 
del acusado y, en caso de duda, éste no será declarado culpable sino que será 
absuelto (PIDCP, art. 14 2));

•	 el derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a confesarse culpable. Esta 
prohibición está de acuerdo con la presunción de inocencia, que sitúa la carga de la 
prueba en la acusación, y con la prohibición de la tortura y de los malos tratos. Las 
pruebas obtenidas mediante torturas o malos tratos no podrán ser utilizadas durante 
el juicio (PIDCP, art. 14 3 g));

•	 el derecho a defenderse por sí mismo o por medio de un defensor de su elección y el 
derecho a recibir asistencia letrada de forma gratuita (PIDCP, art. 14 3 d));

•	 el derecho a disponer del tiempo y de los medios adecuados para su propia defensa 
y el derecho a comunicarse con el defensor de su elección (PIDCP, art. 14 3 b));

•	 el derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas, pues los retrasos en justicia 
equivalen a una denegación de justicia. En principio, los procedimientos penales 
deben llevarse a cabo con mayor rapidez que otros procedimientos, particularmente 
si el acusado se encuentra detenido (PIDCP, art. 14 3 c));

•	 el derecho a estar presente en el propio juicio (PIDCP, art. 14 3 d));

•	 el derecho a obtener la comparecencia de testigos y al interrogatorio de éstos (PIDCP, 
art. 14 3 e));

•	 el derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete si no comprende o habla el 
idioma empleado en el tribunal (PIDCP, art. 14 3 f));

•	 el derecho a recurrir a un tribunal de orden superior (PIDCP, art. 14 5));

•	 el derecho a no ser juzgado y condenado dos veces por el mismo delito (principio de 
la cosa juzgada o ne bis in idem) (PIDCP, art. 14 7));

•	 el derecho a obtener reparación en caso de error judicial (PIDCP, art. 14 6));

•	 los principios de nullum crimen sine lege y nulla poena sine lege prohíben la 
promulgación de leyes penales retroactivas y garantizan que si con posterioridad a la 
comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el condenado 
se beneficiará de ello (PIDCP, art. 15).
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Recuadro 59	 El uso de pruebas obtenidas bajo tortura viola el derecho a 
un juicio imparcial: un ejemplo de jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos

En una sentencia muy comentada sobre la causa de Othman (Abou Qatada) 
c. el Reino Unido (enero de 2012), relativa a la deportación del sospechoso de 
terrorismo, el Sr. Othman del Reino Unido a Jordania, país del que huyó en 1993, 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos dictaminó que su deportación suponía 
una violación del artículo 6 del CEDH (el derecho a un juicio imparcial), teniendo 
en cuenta el riesgo real de que las pruebas obtenidas mediante actos de tortura 
fueran utilizadas en su contra durante el juicio en Jordania. El Tribunal afirmó en 
particular que “ningún sistema jurídico basado en el Estado de Derecho puede 
tolerar la admisión de elementos de prueba -cualquiera que sea su fiabilidad- 
obtenidos mediante una práctica tan bárbara como la tortura. Las garantías 
procesales son uno de los pilares del Estado de Derecho. La obtención de pruebas 
mediante la tortura daña, irremediablemente, la regularidad del procedimiento, 
sustituye la fuerza del Estado de Derecho y mancilla a todo Tribunal que admita 
tales elementos. Éstos deben quedar excluidos para proteger la integridad del 
procedimiento y, en definitiva, el Estado de Derecho en sí mismo”.

Tribunales especiales y tribunales militares

En muchos países se han establecido tribunales especiales, extraordinarios o militares 
para enjuiciar determinados tipos de delitos. Con frecuencia esos tribunales ofrecen 
menos garantías de un juicio imparcial que los tribunales ordinarios, como ha señalado 
el Comité de Derechos Humanos en su Observación general N° 32 (2007).

La mayoría de las normas internacionales no prohíben explícitamente el establecimiento 
de tribunales especiales, pero los instrumentos de derechos humanos exigen que todos 
los tribunales especializados cumplan las garantías de un juicio imparcial respecto a su 
competencia, independencia e imparcialidad.

Recuadro 60	 Tribunales militares y el derecho a un juicio imparcial

En una serie de informes y resoluciones, diversos mecanismos de derechos 
humanos de las Naciones Unidas, incluido el Consejo de Derechos Humanos  
(A/HRC/RES/19/31) y la Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados 
y abogados (A/68/285), han subrayado que el establecimiento y funcionamiento 
de los tribunales militares y especiales pueden constituir retos considerables 
con respecto a la realización plena y efectiva de las garantías y derechos a 
un juicio imparcial tal como se disponen en el PIDCP y en otros instrumentos 
internacionales y regionales de derechos humanos. En su informe anual de 2013 
a la Asamblea General de las Naciones Unidas (A/68/285), la Relatora Especial 
sobre la independencia de los magistrados y abogados señala que: “En muchos 
países, el uso de tribunales militares suscita serias preocupaciones con respecto al 
acceso a la justicia, la impunidad por pasadas violaciones de los derechos humanos 
perpetradas por regímenes militares y el respeto de las garantías de un juicio justo 
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para los acusados”. La Relatora recomendó que “la competencia de los tribunales 
militares debe limitarse a juzgar los delitos de carácter militar cometidos por el 
personal militar. Los Estados que desean establecer sistemas de justicia militar 
deberían tratar de garantizar la independencia e imparcialidad de los tribunales 
militares, así como el ejercicio y disfrute de varios derechos humanos, incluido el 
derecho a un juicio justo y el derecho a un recurso eficaz”.

El derecho a un juicio imparcial en estados de excepción y en conflictos 
armados

Como se afirmó en el capítulo 4, algunos derechos humanos no pueden ser 
suspendidos ni derogados en circunstancia alguna. En su Observación general N° 29 
(2001), párr. 16, el Comité de Derechos Humanos afirma que “dichos principios (de 
legalidad y del Estado de derecho) y la disposición sobre recursos efectivos exigen que 
los principios fundamentales del derecho a un juicio imparcial se respeten durante un 
estado de excepción. Sólo un tribunal de derecho puede enjuiciar y condenar a una 
persona por un delito, y se debe respetar la presunción de inocencia. Con el objeto 
de proteger los derechos que no pueden ser objeto de suspensión, se sigue de este 
mismo principio que el derecho de acceso a los tribunales, para que éstos decidan sin 
demora sobre la legalidad de cualquier clase de detención, no debe ser afectado por la 
decisión del Estado Parte de suspender ciertas garantías del Pacto”.

Precisamente, durante una emergencia nacional hay mayores probabilidades de que los 
Estados violen los derechos humanos. Los parlamentos deben utilizar sus poderes para 
velar por que las garantías de un juicio imparcial y la independencia del poder judicial, 
que son indispensables para la protección de los derechos humanos, se apliquen también 
en los estados de excepción (véase también el capítulo 10).

El derecho internacional humanitario gobierna la conducta de las partes durante 
los conflictos armados a pesar de que, tal como se ha mencionado, el derecho 
internacional de derechos humanos, sigue siendo aplicable en las situaciones de 
crisis y conflictos armados. El derecho no derogable a un juicio imparcial durante 
los conflictos armados nacionales e internacionales queda garantizado en el derecho 
humanitario internacional consuetudinario, además de en los tratados internacionales 
como los Convenios de Ginebra de 19498.

El derecho a la vida privada y a la 
protección de la vida familiar

Artículo 12 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida 
privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, 

8	 Amnistía Internacional, Manual de juicios justos (2a edición), 2014, pág. 240.
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ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona 
tiene derecho a la protección de la ley contra tales 
injerencias o ataques”.

Artículo 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, 
tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de 
raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una 
familia; y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al 
matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución 
del matrimonio.

2. Sólo mediante el libre y pleno consentimiento de los 
futuros esposos podrá contraerse el matrimonio.

3. La familia es el elemento natural y fundamental de la 
sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y 
del Estado”.

Artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o 
ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o 
su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra 
y reputación.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley 
contra esas injerencias o esos ataques”.

Artículo 23 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“1. La familia es el elemento natural y fundamental de la 
sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y 
del Estado.

2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a 
contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen edad 
para ello.

3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno 
consentimiento de los contrayentes.

4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán 
las medidas apropiadas para asegurar la igualdad de 
derechos y de responsabilidades de ambos esposos en 
cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de 
disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán 
disposiciones que aseguren la protección necesaria a 
los hijos”.
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El derecho a la vida privada es fundamental en el concepto de la libertad y la 
autonomía individual. Muchas de las cuestiones controvertidas que han surgido en el 
contexto de la litigación sobre la vida privada, como en la injerencia del Estado con la 
homosexualidad, la transexualidad, la prostitución, el aborto, el suicidio “asistido”, los 
códigos sobre vestimenta y otros códigos de conducta análogos, las comunicaciones 
privadas, el matrimonio y el divorcio, los derechos sexuales y reproductivos, la 
ingeniería genética, la clonación y la separación forzosa de los niños de sus padres, 
tocan valores morales fundamentales y cuestiones éticas que se ven de forma diferente 
en las distintas sociedades.

El derecho a la vida privada: un derecho humano complejo y multidimensional

Este derecho, que en ocasiones se denomina el derecho “a que me dejen en paz”, 
garantiza lo siguiente:

•	 el respeto de la existencia individual del ser humano, es decir, su idiosincrasia, 
aspecto, honor y reputación particulares;

•	 protege la autonomía individual, por lo que da derecho a las personas a retirarse del 
espacio público a su propio espacio privado con el fin de conducir su vida de acuerdo 
con sus deseos y sus expectativas personales. Algunas garantías institucionales, 
como la protección del hogar, la familia, el matrimonio y la inviolabilidad de la 
correspondencia apoyan este aspecto del derecho a la vida privada;

•	 incluye el derecho a ser diferente y a manifestar esa diferencia en público mediante 
comportamientos que no estén de acuerdo con los valores aceptados en una 
sociedad y un entorno determinados. Las autoridades públicas y los órganos 
internacionales de derechos humanos, por consiguiente, se enfrentan a la delicada y 
difícil tarea de alcanzar un equilibrio entre el derecho a la vida privada y los intereses 
públicos legítimos, como la protección del orden público, la salud, la moral y los 
derechos y libertades de otros.

Los siguientes párrafos solamente se refieren a algunos de los aspectos más 
prominentes del derecho a la vida privada. Habida cuenta del carácter controvertido 
de la mayoría de las cuestiones de que se trata, a menudo es imposible proporcionar 
respuestas definitivas, pues para ello hay que sopesar cuidadosamente los intereses 
contrapuestos en cada caso, teniendo en cuenta las circunstancias especiales que 
predominan en una sociedad dada.

Principales aspectos del derecho a la vida privada

Preservar la identidad individual y la vida privada

La vida privada comienza con el respeto por la identidad específica de una persona, 
que comprende su nombre, su aspecto, su vestimenta, su peinado, su género, sus 
sentimientos, su pensamiento y sus convicciones religiosas y de otro tipo. Las normas 
obligatorias en materia de vestimenta o peinado, un cambio forzoso del nombre o 
el no reconocimiento del cambio del nombre propio, la confesión o el género (por 
ejemplo la negativa del Estado a alterar el registro de nacimiento de una persona 
transexual) o cualquier forma de adoctrinamiento (“lavado de cerebro”) o un cambio 
de personalidad forzado interfieren con el derecho a la vida privada. La vida privada de 
una persona debe ser protegida respetando las obligaciones generalmente reconocidas 
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de confidencialidad (por ejemplo, las de los médicos y los sacerdotes) y las garantías 
de secreto (por ejemplo, en las votaciones) y aplicando las leyes apropiadas en materia 
de protección de datos con derechos exigibles a la información, la corrección y la 
supresión de datos personales.

Protección de la autonomía individual

El concepto de la autonomía individual también forma parte del derecho a la vida 
privada. La autonomía individual, es decir, la esfera de la vida privada en la que los 
seres humanos procuran conseguir la propia realización mediante acciones que no 
interfieran con los derechos de los demás, es fundamental en el concepto liberal 
de la privacidad. En principio, la autonomía da lugar a un derecho sobre el propio 
cuerpo, lo que se encuentra en relación con la sexualidad y la conducta sexual. Los 
órganos internacionales de derechos humanos han afirmado que la conducta sexual 
consensuada entre adultos se encuentra protegida por el concepto de privacidad 
(véase la causa Toonen, párr. 8.2, Comité de Derechos Humanos). Han señalado 
también que la negación del acceso a los servicios legales de realización de abortos, 
así como el hecho de interferir en la decisión de una mujer de poner fin legalmente a 
su embarazo, constituye una violación del derecho a la vida privada (véanse KL c. Perú, 
VDA c. Argentina, Comité de Derechos Humanos). Es fundamental para el concepto 
de privacidad que los individuos tengan capacidad para tomar decisiones sobre las 
esferas más íntimas de su vida, incluido si mantener o no relaciones sexuales, con 
quién mantenerlas y con qué frecuencia; si casarse o no, con quién y cuándo; si tener 
hijos o no, con quién y cuántos; y cómo expresar el propio género o sexualidad. La 
protección de la autonomía individual también comprende el derecho a actuar de forma 
perjudicial para la propia salud, incluido el suicidio. Sin embargo, algunas sociedades 
han considerado que ese comportamiento es nocivo, por lo que con frecuencia han 
prohibido sus manifestaciones (como el suicidio, la eutanasia pasiva y el consumo de 
drogas, alcohol y nicotina).

Recuadro 61	 El derecho humano a la vida privada en la era digital

El rápido desarrollo de las tecnologías de la comunicación ha dado lugar a 
nuevas oportunidades para que los individuos, incluidos los parlamentarios 
y parlamentarias, los defensores y defensoras de derechos humanos y las 
organizaciones de la sociedad civil, se comuniquen en línea. Pero Internet también 
ha hecho posible que los Estados, las empresas y otras entidades invadan 
la esfera privada, como mediante la vigilancia en masa, y utilicen los datos 
personales transferidos para usos comerciales u otros fines. La protección de los 
datos personales es fundamental para los parlamentarios de todo el mundo que 
cada vez emplean más las redes digitales para recibir y compartir información.

El ACNUDH, en su informe a la 27a sesión del CDH, señaló que “toda captura de 
datos de las comunicaciones es potencialmente una injerencia en la vida privada y, 
además, la recopilación y conservación de datos de las comunicaciones equivale 
a una injerencia en la vida privada, independientemente de si posteriormente se 
consultan o utilizan esos datos. Incluso la mera posibilidad de que pueda captarse 
información de las comunicaciones crea una injerencia en la vida privada y puede 
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tener un efecto negativo en derechos como los relativos a la libertad de expresión 
y de asociación. La mera existencia de un programa de vigilancia en masa crea, 
por lo tanto, una injerencia en la vida privada. Incumbiría al Estado demostrar que 
tal injerencia no es arbitraria ni ilegal” (A/HRC/27/37, párr. 20).

“(…) los programas de vigilancia generalizada 
de las comunicaciones por correo electrónico 
y otras formas de expresión digital constituyen 
violaciones del derecho de los individuos a la vida 
privada, en particular cuando son empleados a nivel 
extraterritorial, y que representan una amenaza 
para la libertad de expresión y de información, así 
como para otros derechos humanos fundamentales, 
incluyendo la libertad de reunión pacífica y 
de asociación, socavando así la democracia 
participativa”.

La democracia en la era digital y la amenaza a la vida 
privada y las libertades individuales. Resolución adoptada 
por unanimidad por la 133a Asamblea de la UIP (Ginebra, 
21 de octubre de 2015).

Protección de la familia

La protección de la familia es fundamental para el derecho a la vida privada. Las 
garantías institucionales para la familia (es decir, su reconocimiento legal y los 
beneficios específicos derivados de esa condición y la reglamentación de la relación 
legal entre los cónyuges, las parejas, los padres y los hijos, etc.) tiene por objeto 
proteger el orden social y preservar funciones particulares de la familia (como 
la reproducción o la crianza de los hijos) consideradas indispensables para la 
supervivencia de una sociedad más que permitir su transferencia a otras instituciones 
sociales o al Estado. Los derechos humanos de contraer matrimonio y fundar una 
familia, incluidos los derechos sexuales y reproductivos, el derecho a la igualdad de los 
cónyuges, a la protección de la maternidad y los derechos especiales de los niños, tal y 
como se establecen en la Convención sobre los Derechos del Niño y en la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, están 
directamente vinculados a la garantía institucional de la familia. Los niños tienen 
derecho a no ser separados de sus padres, y ambos progenitores tienen el mismo 
derecho a decidir libre y responsablemente el número de hijos y el espacio entre ellos, 
además de compartir los mismos derechos y responsabilidades, independientemente 
de su estado civil, en cuanto a la educación y el desarrollo del niño. Los derechos 
a la reunificación familiar, la colocación en hogares de guarda y la adopción son 
particularmente importantes.

El derecho a la vida privada entraña la protección de la vida familiar contra injerencias 
arbitrarias o ilegítimas, sobre todo por parte de las autoridades del Estado. Una 
injerencia típica es la separación obligatoria de los niños de sus padres por motivo de 
grave negligencia en relación con los deberes parentales y la colocación de los niños 
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bajo la tutela del Estado. Después de conocer de varias causas, el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos elaboró ciertas garantías mínimas para los padres y los niños 
afectados, como la participación en los procedimientos administrativos respectivos, 
la revisión judicial y el contacto periódico entre padres y niños durante el plazo de 
asignación a familias de guarda a fin de permitir la reunificación familiar. En el mismo 
orden de ideas, tras el divorcio ambos cónyuges conservan el derecho de visita a 
sus hijos.

Recuadro 62	 ¿Qué se entiende por “familia” en la legislación 
internacional sobre derechos humanos?

La Declaración Universal de Derechos Humanos reconoce la familia como 
“elemento natural y fundamental de la sociedad”, que también goza de protección 
en virtud del artículo 23 del PIDCP, el artículo 10 del PIDESC, el artículo 16 de 
la Carta Social Europea, el artículo 8 del CEDH, el artículo 17 de la CADH y el 
artículo 18 de la CADHP.

Los instrumentos de derechos humanos reconocen que las familias pueden 
tener formas muy diversas. Además de los parientes de sangre y los vínculos 
legales (matrimonio, adopción, registro de parejas del mismo sexo, entre otros), 
la cohabitación, una relación económica y los valores sociales y culturales 
específicos de una sociedad concreta son los criterios básicos que los 
mecanismos de derechos humanos utilizan para determinar si un grupo constituye 
una familia.

Protección del hogar

La protección del hogar es otro aspecto importante de la vida privada, pues el hogar 
proporciona un sentimiento de familiaridad, abrigo y seguridad y por consiguiente 
simboliza el lugar de refugio de la vida pública en el que cada persona puede conducir 
de la mejor manera posible su vida de acuerdo con sus propios deseos y sin temor 
a ser molestado. En la práctica, el “hogar” no se aplica solamente a la vivienda, sino 
también a las diversas casas o apartamentos, con independencia del título legal 
(propiedad, alquiler, ocupación o incluso utilización ilegal) o de la naturaleza del 
uso (como domicilio principal, segunda residencia o incluso despachos de trabajo). 
Cada invasión de esa esfera, descrita con el término “hogar”, que se produce sin 
el consentimiento de las personas afectadas representa una injerencia. La forma 
clásica de injerencia es un registro policial con el objeto de localizar y detener a una 
persona o de encontrar pruebas para utilizarlas en un procedimiento penal. Pero no 
se trata del único tipo de injerencia. La destrucción violenta de hogares por fuerzas 
de seguridad, los desalojos forzosos, el uso de cámaras de televisión o micrófonos 
ocultos, las prácticas de vigilancia electrónica o las formas extremas de contaminación 
ambiental (como el ruido o los humos perjudiciales) pueden constituir una injerencia 
con el derecho a la protección del hogar. Esa injerencia sólo es permisible si cumple 
la legislación interna y no es arbitraria, es decir, si ocurre con un propósito específico 
y de conformidad con el principio de proporcionalidad. Los registros policiales, la 
incautación y la vigilancia por lo general sólo son permisibles sobre la base de un 
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mandamiento judicial escrito y no deben ser indebidamente utilizados o causar 
molestias más allá del logro de un propósito específico, como la obtención de pruebas.

Recuadro 63	 Límites a la injerencia del Estado con la vida familiar en 
relación con las leyes y políticas en materia de inmigración, expulsión, 
deportación y extradición

Aunque no existe un derecho general de los extranjeros para entrar y residir en un 
país, las políticas de inmigración arbitrarias y discriminatorias violan el derecho a 
la protección y la reunificación de la familia. Cuanto más tiempo haya vivido un 
extranjero en un país, especialmente si ha fundado una familia allí, más sólidos 
deben ser los argumentos del gobierno para justificar su expulsión y deportación. 
El Comité de Derechos Humanos subrayó que el PIDCP protege el derecho de las 
familias a vivir juntas en su Observación general N° 15 (1986) sobre la situación de 
los extranjeros con arreglo al Pacto. Asimismo, en el párrafo 5 de su Observación 
general N° 19 (1990) sobre la protección de la familia, el derecho al matrimonio 
y la igualdad entre los cónyuges, el Comité declara que “la posibilidad de vivir 
juntos implica la adopción de medidas apropiadas, tanto en el plano interno 
cuanto, según sea el caso, en cooperación con otros Estados, para asegurar la 
unidad o la reunificación de las familias, sobre todo cuando la separación de sus 
miembros depende de razones de tipo político, económico o similares”.

En su decisión en la causa de Francesco Madafferi c. Australia (comunicación 
N° 1011/2001), el Comité de Derechos Humanos manifestó que: “En el presente 
caso, el Comité estima que se debe considerar una ‘injerencia’ en la familia el 
hecho de que el Estado Parte decida deportar a un padre de familia con cuatro 
hijos menores y obligue a la familia a escoger entre acompañarlo o permanecer 
en el Estado Parte, al menos en circunstancias en que, como en este caso, de una 
forma u otra ello pueda ocasionar trastornos importantes en la vida que la familia 
se ha forjado durante años”.

Protección de la correspondencia privada

Aunque el término “correspondencia” se aplicaba inicialmente a las cartas escritas, 
abarca ahora todas las formas de comunicación a distancia: teléfono, correo electrónico 
u otro medio mecánico o electrónico. Proteger la correspondencia significa respetar el 
secreto de esas comunicaciones. Toda retención, censura, inspección, interceptación 
o publicación de correspondencia privada constituye injerencia. Las formas más 
comunes de esa injerencia son las medidas de vigilancia adoptadas secretamente por 
agentes del Estado (abrir cartas, escuchar conversaciones telefónicas e interceptar 
faxes y correos electrónicos, entre otros) con el fin de administrar justicia, prevenir 
delitos (por ejemplo mediante la censura de la correspondencia de los detenidos) o 
combatir el terrorismo. Como en el caso de los registros domiciliarios, toda injerencia 
en la correspondencia debe cumplir las legislaciones interna e internacional (es 
decir que, como norma, requiere un mandamiento judicial) y seguir el principio de 
proporcionalidad y necesidad.
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Recuadro 64	 El derecho a la vida privada y la lucha contra el terrorismo

El derecho a la vida privada se ha visto particularmente afectado por las leyes 
recientemente promulgadas en varios países con el fin de ampliar los poderes 
de los servicios policiales y los servicios de seguridad para combatir el delito, 
incluido el terrorismo. Pero incluso estos marcos jurídicos se han visto socavados 
por las redes transnacionales de las agencias de inteligencia que coordinan 
las prácticas de vigilancia con el fin de burlar las protecciones previstas en los 
ordenamientos jurídicos nacionales. Además de la extensión de las funciones 
policiales tradicionales como los registros, las incautaciones y la vigilancia (a 
menudo sin autorización judicial previa), han surgido preocupaciones relativas a 
los derechos humanos especialmente en relación con el escrutinio en masa, el 
escaneado, el tratamiento, la combinación, la comparación, el almacenamiento y 
el seguimiento de datos privados y métodos, como la toma automática de huellas 
dactilares y muestras de sangre y de ADN de grupos objetivo, que a menudo son 
seleccionados mediante controles policiales selectivos, y los niveles mínimos de 
transparencia asociados con estas políticas, leyes y prácticas.

En esta esfera (al igual que en relación con otros derechos humanos, como los 
derechos a la libertad personal y a un juicio imparcial), los parlamentarios tienen 
una responsabilidad fundamental: deben velar por que cualquier ampliación de 
las atribuciones de la policía y los servicios de inteligencia, en caso de que sea 
necesaria, tenga lugar:

•	 de forma transparente y democrática;

•	 con el debido respeto a las normas y estándares internacionales de derechos 
humanos;

•	 sin perjuicio para los valores fundamentales de una sociedad libre y democrática: 
la libertad individual, el derecho a la vida privada y el imperio de la ley.

Además, los parlamentarios desempeñan un papel primordial en el 
aseguramiento de una supervisión independiente y adecuada de los servicios 
policiales y de inteligencia, particularmente en el contexto de la vigilancia en 
masa y de la aplicación por parte de estos órganos de las medidas, políticas y 
leyes relacionadas.

Libertad de circulación

Artículo 13 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a 
elegir su residencia en el territorio de un Estado.

2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, 
incluso del propio, y a regresar a su país”.
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Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio 
de un Estado tendrá derecho a circular libremente por él y 
a escoger libremente en él su residencia.

2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de 
cualquier país, incluso del propio.

3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto 
de restricciones salvo cuando éstas se hallen previstas en 
la ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, 
el orden público, la salud o la moral públicas o los 
derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con 
los demás derechos reconocidos en el presente Pacto.

4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a 
entrar en su propio país”.

Artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“El extranjero que se halle legalmente en el territorio 
de un Estado Parte en el presente Pacto sólo podrá 
ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión 
adoptada conforme a la ley; y, a menos que razones 
imperiosas de seguridad nacional se opongan a ello, 
se permitirá a tal extranjero exponer las razones que lo 
asistan en contra de su expulsión, así como someter su 
caso a revisión ante la autoridad competente o bien ante 
la persona o personas designadas especialmente por dicha 
autoridad competente, y hacerse representar con tal fin 
ante ellas”.

La DUDH y el PIDCP protegen el derecho de toda persona que reside legalmente 
en un país a circular libremente en él y a elegir su lugar de residencia dentro del 
territorio de ese país. Ese derecho debe ser protegido de toda injerencia tanto pública 
como privada.

Libertad de circulación de los extranjeros dentro de un Estado

Dado que el derecho a la libertad de circulación se refiere solamente a las personas que 
se encuentran legalmente en el territorio de un Estado, los gobiernos pueden imponer 
restricciones a la entrada de extranjeros. La legalidad de la estancia de un extranjero en 
el territorio de un Estado debe determinarse de acuerdo con la legislación interna, que 
puede especificar restricciones a la entrada siempre que éstas cumplan las obligaciones 
internacionales del Estado.

Debe considerarse que los extranjeros que entran ilegalmente en un país pero cuya 
situación es regularizada más adelante se encuentran en el territorio de forma legal. Si 
una persona se encuentra legalmente en un país, toda restricción que se le imponga o 
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todo trato que reciba distinto del trato que se da a los ciudadanos del país deben estar 
justificados con arreglo al artículo 12 3) del PIDCP.

Un ejemplo de las restricciones que se imponen a un extranjero lo constituye el 
proceso Celepli c. Suecia ante el Comité de Derechos Humanos (1994). El Sr. Celepli, 
ciudadano turco de origen kurdo que vivía en Suecia, recibió la orden de abandonar 
el país por su supuesta implicación en actividades terroristas. La orden no se llevó a la 
práctica puesto que las autoridades suecas consideraban que el Sr. Celepli corría riesgo 
de ser perseguido en Turquía, por lo que se le permitió permanecer en el país siempre 
que residiera en un municipio concreto y compareciera periódicamente ante la policía. 
El Comité de Derechos Humanos consideró que esas restricciones a la libertad de 
circulación no vulneraban lo dispuesto en el artículo 12 3) del PIDCP.

Libertad para abandonar un país

El artículo 12 2) del PIDCP estipula que todas las personas (ciudadanos y extranjeros, 
incluso las personas que residen ilegalmente en un país) tienen derecho a abandonar 
libremente el territorio de un Estado. Este derecho se aplica a las visitas tanto cortas 
como largas al extranjero y a la emigración (permanente o semipermanente). El 
disfrute de este derecho no debe depender ni del propósito ni de la duración del viaje 
al extranjero.

Este derecho impone obligaciones tanto al Estado de residencia como al Estado de 
nacionalidad. Por ejemplo, el Estado de nacionalidad debe emitir documentos de viaje 
o pasaportes a todos sus ciudadanos tanto dentro como fuera del territorio nacional. 
Si un Estado se niega a emitir un pasaporte o exige a sus ciudadanos que obtengan 
visados de salida para poder abandonar el país, se está dando un caso de injerencia en 
su libertad de circulación, que es difícil de justificar. Además, el Comité de Derechos 
Humanos, en su Observación general N° 27 (1999) sobre la libertad de circulación, 
manifestó lo siguiente: “El Comité ha observado en varias ocasiones, al examinar 
informes de los Estados, que las medidas que impiden a las mujeres su libertad de 
circulación o salir del país sin contar con el consentimiento o la compañía de un varón 
constituyen una violación del artículo 12”.

Recuadro 65	 Barreras a la libertad de circulación: ejemplos

El Comité de Derechos Humanos observa en el párrafo 17 de su Observación 
general N° 27 (1999) que el derecho a la libertad de circulación a menudo se ve 
sometida a los obstáculos innecesarios que se enumeran a continuación y que 
hacen difícil o imposible viajar dentro de los países o de unos países a otros. Los 
parlamentarios pueden manifestar su oposición a estas medidas.

Circulación dentro del país

•	 Obligación de obtener un permiso para viajar por el interior.

•	 Obligación de solicitar un permiso para cambiar de residencia.

•	 Obligación de solicitar la aprobación de las autoridades locales del lugar de destino.

•	 Retrasos administrativos en el tratamiento de las solicitudes escritas.
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Circulación a otro país

•	 Falta de acceso a las autoridades o a la información en relación con 
los requisitos.

•	 Requisito de solicitar impresos especiales para obtener los impresos que 
verdaderamente hacen falta para solicitar el pasaporte.

•	 Requisito de presentar declaraciones de apoyo por empleadores o familiares.

•	 Requisito de presentar una descripción exacta de la ruta de viaje.

•	 Tasas elevadas para la emisión de un pasaporte.

•	 Retrasos injustificados en la emisión de documentos de viaje.

•	 Restricciones a los miembros de la familia que pueden viajar juntos.

•	 Requisito de hacer un depósito de repatriación o disponer de un billete 
de vuelta.

•	 Requisito de presentar una invitación del Estado de destino.

•	 Hostigamiento de los solicitantes.

Limitaciones

La libertad de circulación no debe ser restringida salvo cuando las restricciones estén 
previstas en la ley y cuando sean necesarias por motivos de seguridad nacional, orden 
público, salud o moral públicas, o los derechos y libertades de otros (artículo 12 3) 
del PIDCP).

Según el Comité de Derechos Humanos, en el párrafo 16 de su Observación general 
N° 27 (1999), esos requisitos no se cumplirían, por ejemplo, “si se impidiera a 
una persona salir del país por el simple motivo de ser depositaria de ‘secretos de 
Estado’, o si se impidiera a una persona desplazarse por el interior sin un permiso 
especial”. Por otro lado, las restricciones al acceso a zonas militares por motivos de 
seguridad nacional o las limitaciones a la libertad de establecerse en zonas habitadas 
por comunidades indígenas o minoritarias pueden considerarse, según el Comité, 
restricciones admisibles.

Recuadro 66	 Promulgación de limitación y supervisión de su aplicación

Elaboración de leyes

Al adoptar leyes en las que se dispongan restricciones previstas en el 
artículo 12 3) del PIDCP, los parlamentos deben guiarse siempre por el principio 
de que las restricciones no deben anular el propósito del derecho. Las leyes 
deben estipular criterios precisos para las restricciones, que deberán aplicarse con 
objetividad, y respetar el principio de proporcionalidad; las restricciones deben ser 
apropiadas, lo menos intrusivas que sea posible y proporcionadas al interés que 
hay que proteger.
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Aplicación

Si un Estado decide imponer restricciones, éstas deben estar especificadas 
en una ley. Las restricciones no previstas en la ley y que no sean conformes 
con el artículo 12 3) del PIDCP violan la libertad de circulación. Además, esas 
restricciones deben respetar otros derechos previstos en el PIDCP y los principios 
de igualdad y no discriminación.

El derecho a entrar en el propio país

El artículo 12 4) del PIDCP implica que uno tiene el derecho a permanecer en el propio 
país y a regresar a él cuando haya viajado al exterior. Ésto puede dar derecho a una 
persona a entrar en un país por primera vez (si es ciudadano de ese país pero nació en 
el extranjero). El derecho de regreso es particularmente importante para los refugiados 
que solicitan la repatriación voluntaria.

La expresión “el propio país” se refiere principalmente a los ciudadanos de ese país. En 
casos excepcionales, las personas que han residido durante un tiempo muy largo en un 
país en calidad de extranjeros, o que han nacido en él como inmigrantes de segunda 
generación, pueden considerar que su país de residencia es “su propio” país.

Libertad de pensamiento, conciencia y religión

Artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, 
de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad 
de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad 
de manifestar su religión o su creencia, individual y 
colectivamente, tanto en público como en privado, por la 
enseñanza, la práctica, el culto y la observancia”.

Artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“1. Toda persona tiene derecho a la libertad de 
pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho 
incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o 
las creencias de su elección, así como la libertad de 
manifestar su religión o sus creencias, individual o 
colectivamente, tanto en público como en privado, 
mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y 
la enseñanza.

2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan 
menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o 
las creencias de su elección.
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3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias 
creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones 
prescritas por la ley que sean necesarias para proteger 
la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los 
derechos y libertades fundamentales de los demás.

4. Los Estados Partes en el presente Pacto se 
comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su 
caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos 
reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo 
con sus propias convicciones”.

El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión es tan básico 
que no puede ser derogado ni siquiera en estados de emergencia. Lo que se 
conoce como el forum internum, es decir, el derecho de la persona a formar sus 
propios pensamientos, opiniones, consciencia, convicciones y creencias, es un 
derecho absoluto protegido contra toda forma de injerencia del Estado, como el 
adoctrinamiento (“lavado de cerebro”). Sin embargo, la manifestación pública de la 
religión o creencia puede verse restringida por motivos legítimos.

Los términos “religión” y “creencia” deben interpretarse de forma amplia, con el fin de 
incluir las creencias y las confesiones tanto tradicionales como no tradicionales. La libertad 
de tener o de adoptar una religión o creencia incluye la libertad de elegir otra religión o 
creencia, lo que puede entrañar la sustitución de una religión o creencia anterior por otra, o 
abrazar convicciones ateístas, o conservar la propia religión o creencia.

Prohibición de la coacción

En ninguna circunstancia puede obligarse a una persona mediante el uso o la amenaza 
de uso de fuerza física o sanciones penales a abrazar, adherirse o abjurar de una 
religión o creencia concreta. La prohibición también se aplica a las políticas o medidas 
que tienen el mismo efecto. Tal como el Comité de Derechos Humanos manifiesta 
en su Observación general N° 22 (1993), párr. 5, que las políticas o prácticas “que 
limitan el acceso a la educación, a la asistencia médica, al empleo o a los derechos 
garantizados por el artículo 25 y otras disposiciones del Pacto son igualmente 
incompatibles con el párrafo 2 del artículo 18. La misma protección se aplica a los que 
tienen cualquier clase de creencias de carácter no religioso”.

Manifestación de una religión o creencia

En el párrafo 4 de la Observación general N° 22 (1993), el Comité de Derechos 
Humanos afirma: “La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias 
puede ejercerse ‘individual o colectivamente, tanto en público como en privado’”. 
El Comité continúa subrayando que el concepto de “manifestación” es muy amplio. 
Abarca lo siguiente:

•	 culto: celebrar actos rituales y ceremoniales, construir lugares de culto, utilizar fórmulas y 
objetos rituales, exhibir símbolos y observar días festivos y días de descanso;

•	 observancia: celebrar actos ceremoniales, respetar ciertas normas en la alimentación, 
usar vestimenta o formas de cubrirse la cabeza distintivas y utilizar un lenguaje 
concreto;
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•	 práctica y enseñanza: elegir dirigentes religiosos, sacerdotes y maestros, 
establecer seminarios o escuelas religiosas y producir y distribuir textos o 
publicaciones religiosas.

Dado que la manifestación de la religión o las creencias propias es necesariamente 
activa, puede afectar al disfrute de algunos derechos de otras personas y en 
casos extremos incluso poner en peligro la salud, el orden y la seguridad públicos. 
En virtud del artículo 18 3) del PIDCP, por consiguiente, puede estar sujeta a 
limitaciones particulares.

Limitaciones a la manifestación de la religión o las creencias propias

Las limitaciones a la libertad para manifestar la religión o las creencias propias están 
sometidas a condiciones estrictas y específicas y se permiten sólo si:

•	 están prescritas por la ley, y

•	 son necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los 
derechos y libertades fundamentales de los demás.

Un ejemplo de motivo admisible para limitar la libertad de manifestar la propia religión 
o creencia es cuando las manifestaciones de que se trata constituyen propaganda 
en favor de la guerra o apología del odio nacional, racial o religioso que entrañan una 
incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia.

Recuadro 67	 La prohibición de los símbolos religiosos evidentes en las 
escuelas francesas

La controversia sobre una ley francesa promulgada en 2004 pone de manifiesto 
lo delicada que puede ser la cuestión de poner límites a las manifestaciones 
religiosas o de creencias. Una abrumadora mayoría de los miembros del 
parlamento aprobó un proyecto de ley que prohibía los símbolos religiosos 
evidentes en las escuelas públicas francesas. Amplios sectores consideran que la 
ley se dirige particularmente al velo islámico, aunque también prohíbe el yarmulke 
judío y las grandes cruces cristianas.

Mientras que el parlamento y el Gobierno francés justifican la ley invocando el 
principio de la secularidad (estricta separación entre el Estado y la religión) y la 
necesidad de proteger a las niñas musulmanas contra la discriminación de género, 
muchos grupos de derechos humanos han argumentado que esa prohibición viola 
el derecho a la libertad de religión o creencia y que supone una medida coercitiva, 
expresamente prohibida con arreglo al artículo 18 2) del PIDCP.

Educación religiosa y moral

El artículo 18 4) del PIDCP exige a los Estados que respeten la libertad de los padres 
y de los tutores legales para educar a sus hijos de conformidad con sus propias 
convicciones religiosas y morales.
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La enseñanza religiosa o moral obligatoria en las escuelas públicas no es incompatible 
con esa disposición, siempre que la religión se enseñe de forma objetiva y pluralista 
(por ejemplo como parte de un curso sobre la historia general de la religión y la ética). 
Si en una escuela pública se enseña alguna religión, debe disponerse lo necesario para 
hacer exenciones u ofrecer otras alternativas de forma no discriminatoria, atendiendo 
los deseos de los padres o tutores.

Libertad de opinión y expresión

Artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión 
y de expresión; este derecho incluye el de no ser 
molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y 
recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin 
limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”.

Artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; 
este derecho comprende la libertad de buscar, recibir 
y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito 
o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 
procedimiento de su elección.

3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este 
artículo entraña deberes y responsabilidades especiales. 
Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, 
que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por 
la ley y ser necesarias para:

(a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de 
los demás;

(b) La protección de la seguridad nacional, el orden 
público o la salud o la moral públicas”.

En las disposiciones anteriores pueden distinguirse dos elementos principales:

•	 libertad de opinión;

•	 libertad de expresión.

Libertad de opinión

El derecho a mantener opiniones es pasivo por naturaleza y constituye una libertad 
absoluta; el PIDCP no permite excepciones o restricciones a su disfrute. Por otro lado, 
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el derecho a expresar opiniones no es absoluto. Como veremos, la libertad de expresión 
puede e incluso debe ser restringida en ciertas circunstancias.

Libertad de expresión

La libertad de expresión, junto con la libertad de reunión y de asociación, es uno de 
los pilares de la sociedad democrática. La democracia no puede realizarse si no existe 
un libre flujo de ideas y de información y si las personas no tienen la posibilidad de 
reunirse, de debatir y expresar ideas, de realizar críticas y exigencias, de defender 
sus intereses y derechos y de establecer organizaciones con ese propósito, como 
sindicatos y partidos políticos. El Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la 
libertad de expresión ha descrito ese derecho como “un derecho esencial cuyo disfrute 
sirve para apreciar el grado de disfrute de todos los derechos humanos consagrados en 
la Carta Internacional de Derechos Humanos [;] el respeto de este derecho refleja los 
niveles de equidad, justicia e integridad que existen en un país”9.

Todos los órganos regionales e internacionales de vigilancia de los derechos humanos 
han subrayado la importancia primordial de la libertad de expresión para la democracia. 
El Comité de Derechos Humanos, en su Observación general N° 34 (2011) afirma que los 
derechos a la libertad de opinión y de expresión “constituyen la piedra angular de todas 
las sociedades libres y democráticas”. La CIDH aprobó la Declaración Interamericana de 
Principios sobre Libertad de Expresión en el año 2000. La Comisión Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos adoptó una Declaración de Principios sobre la Libertad de 
Expresión en África en 2002. La Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa ha 
adoptado diversos instrumentos relacionados con distintos aspectos del derecho a la 
libertad de expresión, como la recomendación 1506 (2001), sobre la libertad de expresión 
y de información en los medios de comunicación en Europa, y la resolución 1510 (2006), 
sobre la libertad de expresión y el respeto de las creencias religiosas.

La libertad de expresión comprende no sólo el derecho de las personas a expresar sus 
propios pensamientos, sino también el derecho a buscar, recibir e impartir información 
e ideas de toda índole. Este último derecho pertenece tanto a los individuos como a 
los grupos.

Recuadro 68	 La libertad de expresión: un derecho amplio

El Comité de Derechos Humanos concluyó en la causa de Vitaliy Symonik c. 
Belarús (comunicación N° 1952 [2010]) que impedir que un autor distribuya 
octavillas de índole político, confiscar las octavillas, detenerlo, acusarlo de 
infracciones administrativas y posteriormente imponerle una multa constituye una 
restricción injustificable de su derecho a la libertad de expresión conforme a lo 
garantizado en el artículo 19 del Pacto.

En A.W.P. c. Dinamarca (comunicación N° 1879/2009), el demandante alegó 
que “al incumplir su obligación expresa de emprender medidas efectivas con 
respecto al incidente denunciado de incitación al odio contra los musulmanes de 
Dinamarca, el Estado parte ha vulnerado los derechos del autor”. El Comité de 

9	 Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Informe del Relator Especial sobre la promoción y la 
protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión (E/CN.4/2002/75), enero de 2002.
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Derechos Humanos concluyó que la demanda era inadmisible, ya que el autor no 
había logrado demostrar que era una “víctima” directa del discurso discriminatorio 
en el marco del significado consagrado en el PIDCP.

En la causa de Irina Fedotova c. la Federación de Rusia (comunicación 
N° 1932/2010), la solicitante fue acusada de una infracción administrativa y 
multada a pagar 1500 rublos por desplegar carteles en los que se podía leer “La 
homosexualidad es normal” y “Estoy orgullosa de mi homosexualidad” cerca de 
una escuela de enseñanza secundaria. En su decisión, el Comité de Derechos 
Humanos concluyó que la sentencia condenatoria de la solicitante en virtud de 
la Ley de la región de Riazán sobre infracciones administrativas, por la que se 
prohíben las acciones públicas destinadas a la propaganda de la homosexualidad 
entre menores, vulneraba su derecho a la libertad de expresión, junto con su 
derecho a no padecer discriminación, en virtud del PIDCP.

“La libertad de expresión es una piedra angular en 
la existencia misma de una sociedad democrática. 
Es indispensable para la formación de una opinión 
pública. Es también conditio sine qua non para que 
los partidos políticos, los sindicatos, las sociedades 
científicas y culturales y en general quienes deseen 
influir sobre la colectividad puedan desarrollarse 
plenamente. Es, en fin, condición para que la 
comunidad, a la hora de ejercer sus opciones, 
esté suficientemente informada. Por ende, es 
posible afirmar que una sociedad que no está bien 
informada no es plenamente libre”.

Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión 
consultiva OC-5/85, párr. 70.

Libertad para impartir información e ideas

Este aspecto de la libertad de expresión reviste particular importancia para los 
parlamentarios, pues entraña la libertad de expresarse desde el punto de vista político. 
En el proceso Kivenmaa c. Finlandia (1994), que trataba sobre una manifestación para 
denunciar el historial de derechos humanos de un jefe de Estado extranjero que se 
encontraba en visita oficial a Finlandia, el Comité de Derechos Humanos concluyó que 
“el derecho de un individuo a expresar sus opiniones políticas, incluidas evidentemente 
sus opiniones sobre la cuestión de los derechos humanos, forman parte de la libertad 
de expresión garantizada por el artículo 19 del Pacto”. Tal como el Comité de Derechos 
Humanos señala en su Observación general N° 34 (2011), el alcance de la libertad 
de expresión “llega incluso a expresiones que pueden considerarse profundamente 
ofensivas”. No obstante, esta expresión puede estar sujeta a las restricciones 
contenidas en el artículo 19 3) y el artículo 20 del PIDCP.
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Libertad para recabar y recibir información

“Los organismos públicos disponen de información 
no para sí mismos sino en cuanto custodios del 
bien público, y toda persona tiene derecho de 
acceso a esa información, con arreglo a normas 
claramente definidas y establecidas por la ley”.

Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión 
en África, art. IV.

El derecho a recabar y recibir información es “un elemento esencial del derecho 
a la libertad de expresión”. Además de ser un derecho en sí mismo, el derecho 
a la información también es “uno de los que sustentan las sociedades libres y 
democráticas”, puesto que el acceso a la información puede actuar como un “factor 
coadyuvante” importante para el ejercicio de un abanico de otros derechos humanos 
(Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la promoción y protección del derecho a 
la libertad de opinión y de expresión, A/68/362, párrs. 18 y 19).

El artículo 19 del PIDCP comprende el derecho del acceso a la información en poder 
de organismos públicos. Esto exige que los Estados deberían “proceder activamente a 
la incorporación al dominio público de la información del gobierno que sea de interés 
público …[y]… hacer todo lo posible para garantizar un acceso fácil, rápido, efectivo y 
práctico a esa información” (Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
Observación general N° 34 (2011), párr. 19). Con este fin, los Estados deben instaurar 
sistemas que garanticen que las peticiones de información se tramiten con puntualidad 
y conforme a normas claras que sean compatibles con las normas de derechos 
humanos, y que las tarifas por las peticiones de información no lleguen “a constituir 
un obstáculo no razonable” al acceso. Además, se deben poner a disposición procesos 
de apelación para que las personas puedan recurrir las negaciones a suministrar 
la información solicitada (Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
Observación general N° 34 (2011), párr. 19).

El Comité de Derechos Humanos ha subrayado que algunos elementos del derecho 
a acceder a la información se encuentran también en numerosos artículos del PIDCP. 
Por ejemplo, el artículo 2 entraña la obligación por parte de los Estados de velar por 
que los individuos reciban información acerca de los derechos que les confiere el 
Pacto; el artículo 27 dispone que “la adopción de decisiones en un Estado parte que 
pueda incidir sustancialmente en el modo de vida y la cultura de un grupo minoritario 
debería enmarcarse en un proceso de intercambio de información y consulta con las 
comunidades afectadas” (Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
Observación general N° 34 [2011], párr. 18).

Si no hubiera libertad para recabar y recibir la información que se encuentra en poder 
de los organismos públicos, ni los medios de comunicación ni los parlamentarios ni 
los individuos podrían exponer la corrupción, la mala gestión o la ineficiencia; velar 
por que el gobierno sea transparente y rinda cuentas, o acceder a información acerca 
de sí mismos que pueda afectar a sus derechos individuales (Relator Especial de las 
Naciones Unidas sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y 
de expresión, A/68/362, párr. 19).
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Recuadro 69	 El acceso a la información en relación con las violaciones 
de los derechos humanos

Como se ha mencionado anteriormente, el artículo 19 del PIDCP exige que 
los Estados Partes procedan activamente a poner en el dominio público la 
información gubernamental que sea de interés público, entre otros, promulgando 
leyes relativas a la libertad de la información y adoptando otras medidas (Comité 
de Derechos Humanos, Observación general N° 34 [2011], párr. 19). El Relator 
Especial de las Naciones Unidas sobre la promoción y protección del derecho a 
la libertad de opinión y de expresión ha subrayado que: a) el derecho de acceso 
a la información y el derecho a la verdad están “claramente interrelacionados”, 
y b) los Estados tienen la obligación de producir la información relacionada con 
presuntas violaciones de los derechos humanos para que las víctimas puedan 
exigir responsabilidades a las autoridades pertinentes y pueda haber un debate 
público sobre las circunstancias en que se produjeron esas violaciones (A/68/362, 
párrs. 24 y subsiguientes).

Sin embargo, el acceso a la información sobre las violaciones de los derechos 
humanos aún se enfrenta a numerosos obstáculos. La Corte Interamericana de 
Derechos Humanos afirma que las autoridades estatales no pueden recurrir a 
mecanismos por los que declaran oficialmente que esa información es secreta 
o confidencial, o invocan la seguridad nacional para negarse a proporcionar 
la información requerida en investigaciones o procedimientos judiciales o 
administrativos de esa índole10.

En este contexto, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la protección 
y promoción del derecho a la libertad de opinión y de expresión también ha 
subrayado la importancia de los Principios globales sobre seguridad nacional 
y el derecho a la información (los Principios de Tshwane). En la sección A del 
principio 10 se dispone que “la información relacionada con otras violaciones de 
los derechos humanos o la ley humanitaria está sujeta a una alta presunción de 
divulgación, y en ningún caso podrá ser retenida invocando razones de seguridad 
nacional de forma que se evitara la rendición de cuentas por dichas violaciones, 
o se despojara a la víctima de la oportunidad de obtener una indemnización 
efectiva” (A/68/362, párr. 66 b]).

Libertad de los medios de comunicación

Un aspecto crucial de la libertad de expresión es la libertad de la prensa y otros medios 
de comunicación, incluidas las fuentes informativas en línea, así como el derecho 
de los individuos al acceso a los productos de los medios. El Comité de Derechos 
Humanos afirma en su Observación general N° 34 (2011) que la libre comunicación 
de la información y las ideas entre ciudadanos, candidatos y representantes elegidos, 
crucial para el funcionamiento democrático, necesita medios de comunicación libres, 

10	Corte Interamericana de Derechos Humanos, Myrna Mack Chang c. Guatemala, dictamen del 25 de 
noviembre de 2003, Serie C, N° 101, párr. 180; y Tiu Tojín c. Guatemala, dictamen del 26 de noviembre de 
2008, Serie C, N° 190, párr. 77.
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diversos e independientes. En el párrafo 15 de la Observación general, el Comité 
subraya el papel de las nuevas tecnologías de la comunicación móviles y basadas en 
Internet e insta a los Estados a “tomar todas las medidas necesarias para fomentar 
la independencia de esos nuevos medios y asegurar el acceso a los mismos de los 
particulares”.

Restricciones

En el artículo 19 3) del PIDCP se subraya que el ejercicio del derecho a la libertad de 
expresión entraña deberes y responsabilidades especiales. Se permiten restricciones 
en dos áreas: i) el respeto por los derechos y las reputaciones de otras personas, y ii) 
la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o moral públicas. No 
obstante, las restricciones que un Estado Parte imponga sobre el ejercicio de la libertad 
de expresión no debe perjudicar al derecho en sí mismo.

Toda restricción del derecho a la libertad de expresión debe, no obstante, superar las 
siguientes pruebas de justificación:

•	 la restricción debe estar expresamente fijada por la ley (legislación promulgada por 
el parlamento, derecho consuetudinario articulado por los tribunales o las normas 
profesionales). La restricción debe ser precisa y reunir los criterios de certidumbre 
jurídica y predecibilidad: debe ser accesible para el individuo afectado y sus 
consecuencias deben ser previsibles. Las leyes que son demasiado ambiguas o 
permiten una discreción excesiva en su aplicación no protegen a las personas contra 
las injerencias arbitrarias ni constituyen salvaguardias apropiadas contra los abusos;

•	 la restricción debe ser necesaria para el propósito legítimo de:

–	 asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de otros;

–	 la protección de la seguridad nacional, el orden público, la salud o la 
moral públicas.

Este último criterio sólo puede cumplirse si la restricción pretende atender una 
necesidad social concreta y bien definida y es proporcional al objetivo legítimo que 
se persigue, de modo que el perjuicio a la libertad de expresión no sea superior a 
los beneficios.

Recuadro 70	 Salvaguardia de la libertad de los medios de comunicación

El parlamento puede adoptar varias medidas que pueden contribuir a velar por 
que los medios de información sean libres, diversos e independientes, incluidas 
las siguientes:

•	 revisar y enmendar, si procede, la legislación relativa a los medios de 
información y a la difamación para que sea conforme con el artículo 19 del 
PIDCP, en particular, aboliendo toda ley que castigue a los periodistas y 
otros comentadores con penas de prisión, salvo en casos de comentarios 
racistas y discriminatorios o de incitación a la violencia, y velando por que 
toda multa por delitos como libelo, difamación e insultos, entre otros, no sean 
desproporcionados al daño sufrido por las víctimas;
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•	 revisar la legislación de lucha contra el terrorismo para garantizar que sea 
compatible con el artículo 19 3) del PIDCP y que no dé lugar a injerencias 
innecesarias y desproporcionadas con las actividades de los medios de 
comunicación;

•	 alentar la pluralidad y la independencia de todas las formas de medios de 
comunicación;

•	 garantizar que las emisoras públicas estén protegidas contra las injerencias 
políticas y comerciales, inclusive nombrando una junta directiva independiente y 
respetando la independencia editorial;

•	 velar por que se establezca una autoridad independiente de concesión de 
licencias de radiodifusión y ofrecer un sistema de concesión de licencias que no 
sea indebidamente oneroso o restrictivo;

•	 establecer criterios claros y transparentes para el pago y la retirada de subsidios 
del Gobierno a los medios de comunicación con el fin de evitar el uso de esos 
subsidios para reducir las críticas dirigidas contra las autoridades;

•	 evitar una concentración excesiva del control de los medios, aplicar medidas 
que garanticen la asignación imparcial de recursos y el acceso equitativo a los 
medios, y adoptar legislación contra los monopolios en relación con los medios 
de información;

•	 promover el acceso universal a Internet.

Restricción por motivo del respeto a los derechos y la reputación de otros

La noción de los “derechos” de “otros” (como individuos y como miembros de 
comunidades concretas) hace referencia a todos los derechos humanos reconocidos 
en el PIDCP, así como en otros instrumentos internacionales de derechos humanos. 
Por ejemplo, puede ser legítimo restringir la libertad de expresión con el fin de proteger 
el derecho a votar en virtud del artículo 25 del Pacto, por el que se garantiza que 
los votantes no sean sometidos a formas de expresión que constituyen coacción o 
intimidación. Sin embargo, estas restricciones no deben usarse para reprimir el debate 
político (Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Observación general 
N° 34 [2011], párr. 28).

El Comité de Derechos Humanos ha subrayado en su jurisprudencia que existe una 
presunción de que el debate público relativo a figuras públicas e instituciones políticas 
no debe ser restringido, “el simple hecho de considerar que una declaración insulta 
a una figura pública no basta para justificar la imposición de sanciones, aunque las 
personalidades públicas también pueden beneficiarse de las disposiciones del Pacto” 
(Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Observación general N° 34 
[2011], párr. 38). Por este motivo, el Comité ha expresado su preocupación por la 
existencia y aplicación de leyes que tipifican como delito las críticas a las instituciones y 
a los funcionarios gubernamentales.

Toda restricción a la libertad de expresión justificada sobre la base de proteger los 
derechos o las reputaciones de otros debe ser tanto necesaria como proporcional. 
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Por ejemplo, la prohibición de utilizar un determinado idioma en la propaganda 
comercial con miras a proteger el idioma de una comunidad concreta vulnera la prueba 
de necesidad si la protección puede lograrse de otras formas que no restrinjan la 
libertad de expresión (Comité de Derechos Humanos, Ballantyne, Davidson & McIntyre 
c. Canadá, comunicación N° 359/385/89). Por otro lado, el Comité considera que un 
Estado Parte cumplió con la prueba de necesidad al transferir a un profesor que había 
publicado materiales hostiles hacia una comunidad religiosa a un puesto que no era de 
enseñanza con el fin de proteger los derechos y la libertad de los niños de ese credo 
en un distrito escolar (Comité de Derechos Humanos, Ross c. Canadá, comunicación 
N° 736/97).

Restricción por motivos de seguridad nacional y orden público

En su Observación general N° 34 (2011), el Comité de Derechos Humanos observa que 
los Estados estarán vulnerando sus obligaciones conforme al artículo 19 3) si no velan 
por que las leyes de traición o sedición se apliquen de forma estricta. En el párrafo 30 
de la Observación general, el Comité afirma: “No es compatible con el párrafo 3, 
por ejemplo, hacer valer esas leyes para suprimir información de interés público 
legítimo que no perjudica a la seguridad nacional, o impedir al público el acceso a esta 
información, o para procesar a periodistas, investigadores, ecologistas, defensores de 
los derechos humanos u otros por haber difundido esa información”.

En su decisión en la causa Sohadron c. República de Corea (comunicación 
N° 518/1992), el Comité de Derechos Humanos declaró que la seguridad nacional 
no constituía un motivo legítimo para restringir el derecho del solicitante a emitir 
una declaración en apoyo de los derechos laborales y hacer un llamamiento a una 
huelga nacional.

Restricción por motivos de salud o moral públicas

El Comité de Derechos Humanos señala en su Observación general N° 22 (1993) que 
“el concepto de moral se deriva de muchas tradiciones sociales, filosóficas y religiosas; 
por consiguiente, las limitaciones impuestas a la libertad de manifestar la religión o las 
creencias con el fin de proteger la moral deben basarse en principios que no se deriven 
exclusivamente de una sola tradición”. Toda limitación de este tipo debe entenderse a 
la luz de la universalidad de los derechos humanos y del principio de no discriminación.

Recuadro 71	 La libertad de expresión y los parlamentarios: mayor 
escrutinio de toda injerencia en su libertad de expresión, pero también 
mayor tolerancia de las críticas

El Comité de la UIP de Derechos Humanos de los Parlamentarios ha subrayado 
reiteradamente que, con arreglo a sus mandatos, los parlamentarios deben 
ser capaces de expresarse libremente como defensores de los derechos de 
los ciudadanos que los eligen. El Comité de la UIP pide con frecuencia a los 
gobiernos que garanticen la efectividad de las disposiciones relativas a la 
inmunidad parlamentaria y a la libertad de expresión de todos los parlamentarios, 
en particular de los que pertenecen a los partidos de la oposición. En su informe 
de 2015 sobre Violaciones de los derechos humanos de los parlamentarios, la UIP 
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documentó violaciones perpetradas contra 320 parlamentarios en 43 países, 
siendo las vulneraciones de la libertad de expresión la tercera forma más común 
de violación de los derechos humanos después de la detención arbitraria y 
la falta de un juicio imparcial. Los parlamentarios de partidos de la oposición 
tenían muchas más probabilidades de sufrir violaciones de su derecho a la 
libre expresión y otros derechos humanos que los pertenecientes a los partidos 
gobernante (www.ipu.org).

En la causa de Castells c. España (1992), que concernía a un parlamentario 
condenado por publicar un artículo en el que acusa al gobierno de complicidad 
en diversos ataques y asesinatos, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
declaró que: “La libertad de expresión, preciosa para cualquier persona, lo es muy 
particularmente para un elegido del pueblo: representa a sus electores, expone 
sus preocupaciones y defiende sus intereses. Consiguientemente, en el caso de 
injerencias en la libertad de expresión de un parlamentario de la oposición (…) 
se impone a este Tribunal aplicar el control más estricto”. También afirmó que: 
“Los límites de la crítica admisible son más amplios en relación con el Gobierno 
que con un simple particular, e incluso que con un político. En un sistema 
democrático, sus acciones u omisiones deben estar situadas bajo el control 
atento no sólo de los poderes legislativo y judicial, sino también de la prensa y de 
la opinión pública. Además, la posición dominante que ocupa le exige mostrar 
moderación en el recurso a la vía penal, sobre todo cuando existan otros medios 
de responder a los ataques y críticas injustificadas de sus adversarios o de los 
medios de comunicación”. En otros casos, el Tribunal Europeo ha dictaminado 
que, con miras a proteger la libertad de expresión, se debe permitir que las 
personas critiquen a los políticos con más dureza que a aquellos que no han 
escogido ser figuras públicas (véanse, por ejemplo, las causas de Lingens c. 
Austria (1986) y Dichand y otros c. Austria (2002).

Limitaciones obligatorias a la libertad de expresión

El artículo 20 del PIDCP dispone que los Estados deben prohibir por ley tanto “la 
propaganda a favor de la guerra” como la “apología del odio nacional, racial o religioso 
que constituya incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia”. No obstante, 
en su Observación general N° 34 (2011), el Comité de Derechos Humanos explica que 
toda restricción a la libertad de expresión basada en la legislación adoptada en virtud 
del artículo 20 debe cumplir también los requisitos de necesidad y proporcionalidad 
contenidos en el artículo 19 3) del PIDCP. En el párrafo 48 de la Observación señala: “La 
prohibición de las demostraciones de falta de respeto por una religión u otro sistema de 
creencias, incluidas las leyes sobre la blasfemia, es incompatible con el Pacto, excepto 
en las circunstancias previstas explícitamente en el párrafo 2 de su artículo 20”. Como 
consecuencia, en virtud del PIDCP no se permiten las leyes que favorecen o castigan 
determinadas religiones o sistemas de creencias, ni las medidas que evitan o castigan 
las críticas de doctrinas o líderes religiosos.

El Comité de Derechos Humanos ha alentado a los gobiernos a adoptar medidas 
jurídicas para “restringir la publicación y difusión de material obsceno y pornográfico 

http://www.ipu.org
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que presente a mujeres y niñas como objetos de violencia o de tratos degradantes o 
inhumanos” (Observación general N° 28 [2000]).

Recuadro 72	 Las “leyes de la memoria histórica” y la libertad 
de expresión

En su Observación general N° 34 (2011), el Comité de Derechos Humanos afirma: 
“Las leyes que penalizan la expresión de opiniones sobre hechos históricos son 
incompatibles con las obligaciones que el Pacto impone a los Estados partes en 
lo tocante al respeto de las libertades de opinión y expresión. El Pacto no autoriza 
las prohibiciones penales de la expresión de opiniones erróneas o interpretaciones 
incorrectas de acontecimientos pasados”.

El Comité hace referencia en su Observación al dictamen emitido en la causa de 
Faurisson c. Francia (comunicación N° 550/93) relativa a la condena del autor en 
virtud de la Ley Gayssot. Según esta ley constituye un delito refutar la existencia 
de crímenes de lesa humanidad, tal como se definen en la Carta de Londres 
(1945), por la que se estableció el Tribunal de Nuremberg. Una mayoría del 
Comité dictaminó que la restricción al discurso del Sr. Faurisson se encontraba 
justificada, ya que sus palabras conformaban una incitación al antisemitismo, 
por lo que las medidas impuestas eran necesarias para proteger los derechos de 
otros. No obstante, varios miembros del Comité expresaron su preocupación por 
la naturaleza no específica de la Ley Gayssot. Argumentaron que podía utilizarse 
en otras situaciones para limitar de forma injustificada los discursos relacionados 
con investigaciones históricas bona fide y que las restricciones de un alcance tan 
amplio sobre la libertad de expresión no están permitidas por el PIDCP.

El derecho de reunión pacífica y de asociación

Artículo 20 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y 
de asociación pacíficas.

2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una 
asociación”.

Artículo 21 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio 
de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones 
previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad 
democrática, en interés de la seguridad nacional, de la 
seguridad pública o del orden público, o para proteger la 
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salud o la moral públicas o los derechos y libertades de 
los demás”.

Artículo 22 1) y 2) del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos

“1. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con 
otras, incluso el derecho a fundar sindicatos y afiliarse a 
ellos para la protección de sus intereses.

2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las 
restricciones previstas por la ley que sean necesarias en 
una sociedad democrática, en interés de la seguridad 
nacional, de la seguridad pública o del orden público, o 
para proteger la salud o la moral públicas con los derechos 
y libertades de los demás. El presente artículo no impedirá 
la imposición de restricciones legales al ejercicio de tal 
derecho cuando se trate de miembros de las fuerzas 
armadas y de la policía”.

La libertad de reunión pacífica y de asociación son, junto con la libertad de expresión, 
derechos fundamentales en una sociedad democrática, pues permiten a la población 
participar en el proceso democrático.

Libertad de reunión

Alcance

Proteger la libertad de reunión garantiza el derecho a celebrar reuniones para debatir 
públicamente información o ideas o a difundirlas, pero sólo si son “pacíficas”, término 
que debe interpretarse de modo amplio. Por ejemplo, los Estados Partes deben impedir 
que una reunión pacífica desemboque en una revuelta de resultas de provocaciones 
o del uso de la fuerza por los cuerpos de seguridad o por particulares, como contra-
manifestantes o agentes provocadores.

Los Estados tienen la obligación de adoptar medidas positivas para garantizar este 
derecho y protegerlo contra la injerencia tanto de organismos del Estado como de 
particulares. Con ese fin las autoridades deben adoptar medidas para garantizar el 
funcionamiento sin tropiezo de las asambleas y demostraciones. Por consiguiente, 
deben ser informadas con antelación suficiente del lugar y la hora de toda reunión 
prevista y deben tener acceso a ella.

Limitaciones

El derecho a reunirse pacíficamente está sometido a restricciones, que deben ser:

•	 conformes con la ley: la injerencia con la libertad de reunión puede ser realizada 
de forma independiente por las autoridades administrativas, en particular la policía, 
sobre la base de una autorización reglamentaria general;

•	 necesarias en una sociedad democrática: deben ser proporcionadas y compatibles 
con los valores democráticos básicos del pluralismo, la tolerancia, la amplitud de 
miras y la soberanía popular;
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•	 orientadas hacia un propósito legítimo, como la seguridad nacional, la seguridad 
pública, el orden público, la salud y la moral públicas, y los derechos y libertades de 
otros (por ejemplo, una reunión puede disolverse si constituye una amenaza concreta 
para personas o espectadores).

Libertad de asociación

Alcance

Proteger la libertad de asociación significa garantizar el derecho de cualquier persona 
a fundar una asociación con personas que comparten las mismas ideas o a ingresar 
en una asociación ya existente. Así, un sistema unipartidista estricto que impide la 
formación y las actividades de otros partidos políticos viola la libertad de asociación. 
La formación de una asociación y la participación en ella deben ser voluntarias; nadie 
puede ser obligado, directa o indirectamente, por el Estado o por un particular a 
afiliarse a un partido político, una sociedad religiosa, una empresa comercial o un 
club deportivo. Los Estados tienen la obligación de proporcionar el marco jurídico 
para el establecimiento de asociaciones y proteger ese derecho contra la injerencia 
de particulares.

La libertad de asociación incluye el derecho a fundar y afiliarse a sindicatos para la 
protección de sus intereses. Los derechos sindicales se establecen de forma más 
concreta en el artículo 8 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC).

Recuadro 73	 La causa Partido Socialista de Turquía (STP) y otros c. 
Turquía (Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 2003)

El Partido Socialista de Turquía (STP) fue constituido el 6 de noviembre de 1992, 
pero el 30 de noviembre de 1993 el Tribunal Constitucional de Turquía ordenó 
su disolución argumentando que su programa tenía el potencial de menoscabar 
la integridad territorial del Estado y la unidad de la nación. Consideró que el STP 
había hecho un llamamiento en favor del derecho de libre determinación de los 
kurdos y apoyaba el derecho a librar una guerra de independencia y asimilaba sus 
opiniones a las de los grupos terroristas. Los solicitantes afirmaron, entre otras 
cosas, que la disolución del partido había violado sus derechos, garantizados por 
el artículo 11 del CEDH en materia de libertad de asociación.

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos consideró que la disolución del 
STP suponía una injerencia con el derecho de los solicitantes a la libertad de 
asociación. Afirmó que no podía haber justificación en poner trabas a un grupo 
político simplemente porque pretendía debatir en público la situación de parte 
de la población del Estado y participar en la vida política de la nación con el fin 
de encontrar, por medios democráticos, soluciones que pudieran satisfacer a 
todos los grupos afectados. Además, dado que el Tribunal Constitucional había 
pronunciado su fallo incluso antes de que el STP hubiera iniciado sus actividades, 
el Tribunal Europeo consideró que no se le habían presentado pruebas que 
apoyasen la acusación de que el STP tuviera responsabilidad alguna en relación 
con los problemas planteados por el terrorismo en Turquía. Según el Tribunal 
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Europeo, la disolución era por consiguiente desproporcionada e innecesaria en 
una sociedad democrática.

Limitaciones

La libertad de asociación está sometida a las mismas restricciones que la libertad de 
reunión: toda limitación debe estar prevista por la ley, ser necesaria en una sociedad 
democrática y atender uno de los propósitos que justifiquen la injerencia, a saber la 
protección de la seguridad nacional, la seguridad pública, el orden público, la salud 
o la moral públicas y los intereses y las libertades de otros. Las asociaciones que 
defienden el odio nacional, racial o religioso deben ser prohibidas en interés de otros, 
de conformidad con el artículo 20 2) del PIDCP, que prohíbe toda apología del odio 
nacional, racial o religioso.

El derecho a participar en los asuntos públicos

Artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno 
de su país, directamente o por medio de representantes 
libremente escogidos.

2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en 
condiciones de igualdad, a las funciones públicas de 
su país.

3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del 
poder público; esta voluntad se expresará mediante 
elecciones auténticas que habrán de celebrarse 
periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto 
secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la 
libertad del voto”.

Artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

“Todos los ciudadanos gozarán de los siguientes derechos 
y oportunidades:

a) participar en la dirección de los asuntos públicos, 
directamente o por medio de representantes libremente 
elegidos;

b) votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, 
realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto 
que garantice la libre expresión de la voluntad de los 
electores;
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c) tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a 
las funciones públicas de su país”.

El derecho a participar en los asuntos públicos es uno de los pilares de la democracia 
moderna y por consiguiente crucial para el parlamento. La aplicación correcta de este 
derecho tiene repercusiones directas para la naturaleza democrática del parlamento y 
en última instancia para la legitimidad del gobierno y de sus políticas.

El derecho, en realidad, consta de tres componentes que se explican a continuación:

•	 el derecho general a la participación pública;

•	 el derecho a votar y a ser elegido;

•	 la igualdad de acceso a la función pública.

El derecho general a la participación pública

El derecho a la participación pública consta de a) la participación indirecta en los 
asuntos públicos por medio de representantes elegidos, y b) la participación directa en 
los asuntos públicos.

Participación indirecta

Las elecciones y la constitución de órganos de representación, en particular un 
parlamento nacional, son los principales medios por los que la población participa en 
la gestión de los asuntos públicos, expresa su voluntad y pide cuentas al gobierno. 
El Comité de Derechos Humanos ha afirmado que los poderes de los órganos de 
representación deben ser exigibles legalmente y no estar restringidos a la función 
consultiva, y que los representantes deben ejercer sólo las facultades que se les 
atribuyen de conformidad con las disposiciones de la constitución (Observación general 
N° 25 [1996]).

Para que los parlamentos reflejen verdaderamente la voluntad del pueblo, las 
elecciones deben ser auténticas, libres e imparciales y celebrarse a intervalos no 
excesivamente prolongados. En 1994, la UIP adoptó la Declaración sobre Criterios 
para unas Elecciones Libres e Imparciales, en la que se especifican los criterios en 
materia de derechos de voto y elección, derechos y responsabilidades en materia 
de candidatos, partidos y campaña electoral, y derechos y responsabilidades de 
los Estados. Las Naciones Unidas, como parte de sus actividades de asistencia y 
observación en elecciones, también han establecido criterios claros respecto de lo que 
deben ser los elementos comunes de las leyes y los procedimientos electorales11.

Para que las elecciones sean libres e imparciales, deben tener lugar en condiciones 
libres de intimidación y que respeten los derechos humanos fundamentales, 
particularmente la libertad de expresión, de reunión y de asociación, con 
procedimientos judiciales independientes y protección contra la discriminación. 
El derecho a votar ha de quedar establecido por la ley sobre la base de la no 
discriminación y de la igualdad de acceso de todas las personas al proceso electoral. 
Aunque la participación en las elecciones puede limitarse a los ciudadanos de 

11	PNUD, Conjunto de herramienta en línea para la asistencia electoral, Disponible en inglés en: http://toolkit-
elections.unteamworks.org/?q=node/17.

http://toolkit-elections.unteamworks.org/?q=node/17
http://toolkit-elections.unteamworks.org/?q=node/17
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un Estado, no se permiten restricciones por motivos no razonables, como la 
discapacidad física, el analfabetismo, el grado de instrucción, la afiliación a un partido o 
las propiedades.

Participación directa

La participación directa significa que no sólo los representantes electos sino también 
los ciudadanos pueden participar directamente en los asuntos públicos, sea por 
conducto de debates y diálogos públicos con sus representantes elegidos, plebiscitos e 
iniciativas populares, sea mediante su capacidad para organizarse, derecho garantizado 
en relación con las libertades de expresión, reunión y asociación. En la causa Marshall 
c. el Canadá (1991), no obstante, el Comité de Derechos Humanos reconoció a los 
Estados un amplio margen de discreción en la concesión de derechos directos de 
participación política:

“[D]ebe quedar fuera de toda duda que la gestión de los asuntos públicos en un 
Estado democrático corresponde a los representantes del pueblo elegidos con ese 
propósito y a los funcionarios públicos nombrados de conformidad con la ley. De 
modo invariable, la gestión de los asuntos públicos afecta los intereses de grandes 
segmentos de la población o incluso a toda ésta, mientras que en otros casos afecta 
más directamente los intereses de grupos más específicos de la sociedad. Aunque a 
menudo las consultas previas, como audiencias públicas o consultas con los grupos 
más interesados, pueden estar previstas por la ley o haber surgido como política 
pública en la gestión de los asuntos públicos, no puede interpretarse que el apartado a) 
del artículo 25 del Pacto signifique que cualquier grupo directamente afectado, grande 
o pequeño, tenga un derecho incondicional a elegir las modalidades de participación 
en la gestión de los asuntos públicos. En realidad, ello supondría una extrapolación 
del derecho a la participación directa por los ciudadanos que superaría con mucho el 
alcance del artículo 25 a)”.

Recuadro 74	 La Declaración de la UIP sobre Criterios para Elecciones 
Libres y Justas (1994)

La autoridad del parlamento deriva en gran medida de su capacidad para reflejar 
fielmente la diversidad de todos los componentes de la sociedad, lo que a su 
vez depende de la forma en que se organizan las elecciones. Por consiguiente, 
la UIP ha hecho un esfuerzo considerable para la formulación de criterios 
para las elecciones. Un importante resultado de esa labor es la Declaración 
sobre Criterios para Elecciones Libres y Justas, que fue adoptada en 1994. 
Está principalmente basada en un estudio de las normas internacionales sobre 
los derechos democráticos y las prácticas de los Estados en relación con las 
elecciones, que abarca todo el proceso electoral, desde la ley electoral hasta la 
votación, el seguimiento del escrutinio, el recuento de votos, la proclamación de 
los resultados, el examen de denuncias y la solución de controversias.
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El derecho a votar y a ser elegido

El derecho a votar y a ser elegido es crucial para el parlamento en cuanto institución 
democrática, para los miembros del parlamento y para la democracia en conjunto. Su 
aplicación y realización correctas tienen una repercusión directa en la forma en que 
los votantes perciben a sus representantes elegidos, en la legitimidad de la legislación 
que promulga el parlamento y en las decisiones que éste adopta. Por consiguiente, 
está directamente relacionado con la esencia misma del parlamento y la idea del 
gobierno popular a través de sus representantes. Cualquier infracción de este derecho 
tiene consecuencias directas para la legitimidad del parlamento e incluso, en los 
casos más graves, para la ley y el orden y para la estabilidad de un país. Además, los 
parlamentarios son guardianes del derecho al voto y a ser elegido.

Las elecciones deben organizarse de tal modo que la voluntad del pueblo se exprese 
libre y efectivamente y que se brinde al electorado una variedad efectiva de opciones. 
También es fundamental velar por un acceso no discriminatorio de los candidatos y los 
partidos políticos que compiten a los medios de comunicación.

El derecho a votar

Las personas con derecho a votar deben poder inscribirse como votantes; toda 
manipulación de la inscripción o de la propia votación, por medio de la intimidación o 
la coacción, debe estar prohibida por ley. Las elecciones deben basarse en el principio 
“una persona, un voto”. El establecimiento de fronteras electorales y los métodos de 
reparto de los votos no deben distorsionar la distribución de los votantes ni discriminar 
a ningún grupo social.

Deben adoptarse medidas positivas para eliminar obstáculos a la participación, como 
el analfabetismo, las barreras lingüísticas (la información debe ofrecerse también en las 
lenguas minoritarias), la pobreza, la falta de accesibilidad de personas con discapacidad 
o los obstáculos a la libertad de circulación.

Debe protegerse a las personas contra la coacción o los intentos de obligarlas a revelar 
su intención o sus preferencias de voto; debe protegerse el principio del voto secreto.

El derecho a ser elegido

El derecho a presentarse a las elecciones puede estar sometido a restricciones, como 
la edad mínima o la ciudadanía, pero esas restricciones han de ser justificables y 
razonables. Como se ha dicho, la discapacidad física, el analfabetismo, el grado de 
instrucción, la afiliación a un partido o la situación económica nunca deben utilizarse 
como condiciones restrictivas.

Además, las condiciones relativas a las fechas de designación de candidatos, el pago 
de derechos o la realización de un depósito deben ser razonables y no discriminatorios 
(Comité de Derechos Humanos, Observación general N° 25 [1996], párr. 16).

Procedimientos de votación

La legislación nacional debe garantizar unas elecciones libres, imparciales y periódicas. 
Los votantes deben tener la libertad de apoyar al Gobierno u oponerse a él y de 
formarse sus opiniones de modo independiente. Las elecciones deben celebrarse 
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por votación secreta, con la garantía de que la voluntad de los electores pueda 
expresarse libremente.

Una medida crucial de ese tipo es el establecimiento de un organismo independiente 
que supervise el proceso electoral. Es importante velar por la seguridad de las 
urnas electorales durante la votación. Tras la votación, los votos emitidos deben ser 
sometidos al escrutinio en presencia de observadores (internacionales), candidatos o 
sus agentes.

“No importa quién seas o dónde vivas; conforme al 
derecho internacional, tu voz cuenta. Los gobiernos 
deben velar por que no sea un sueño. Debe ser una 
realidad”.

Sra. Navi Pillay, ex Alta Comisionada de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, discurso pronunciado 
con motivo del Día de los Derechos Humanos de 2012.

Recuadro 75	 Los derechos de la mujer en la vida pública y política

Aunque se ha conseguido el derecho de voto femenino en casi todos los países 
del mundo, en ocasiones ese derecho resulta vano en la práctica, cuando 
otras condiciones hacen prácticamente imposible o sumamente difícil el voto 
de hombres y mujeres, como la ausencia de elecciones libres y limpias, las 
violaciones de la libertad de expresión, o la inseguridad que suele afectar mucho 
más a las mujeres. En algunos países, las mujeres no pueden inscribirse en 
el registro electoral por carecer de certificado de nacimiento o documentos 
de identidad que solo se expiden a los hombres. Otros obstáculos, como los 
estereotipos o las percepciones tradicionales de los roles masculino y femenino 
en la sociedad, así como la falta de acceso a la información y los recursos 
necesarios, merman asimismo las posibilidades o la voluntad de las mujeres 
para ejercer plenamente su derecho de voto. Las modalidades tradicionales de 
funcionamiento de muchos partidos políticos y estructuras gubernamentales 
siguen siendo un obstáculo para la participación de la mujer en la vida pública, 
y las mujeres pueden llegar a desistir de ocupar cargos públicos porque les 
supondrían una doble carga de trabajo y por el costo elevado que entraña aspirar 
a cargos públicos y mantenerse en ellos, además de las actitudes y las prácticas 
discriminatorias vigentes. Aunque son pocos los países que han ratificado la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer en mantener barreras jurídicas a la elección de mujeres, estas siguen 
estando infrarrepresentadas en todos los niveles del gobierno.

La recomendación general N° 25 (2004) del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer promueve las medidas especiales temporales 
para lograr una igualdad de género sustantiva, tal como exige la Convención. 
Desde la Conferencia Mundial de Beijing, los Estados adoptan cada vez más 
sistemas de cuotas para impulsar la participación femenina, combatir la 
discriminación y acelerar el ritmo lento con que aumenta el número de mujeres 
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en política. Los más comunes son las cuotas de los partidos políticos, las cuotas 
parlamentarias y los puestos reservados.

Sin embargo, de manera aislada, esas medidas generalmente no bastan 
para garantizar la igualdad. Los sistemas de cuotas para las mujeres deben ir 
acompañados de otras medidas para crear un entorno propicio a la participación 
de las mujeres. Concretamente, no se observará el efecto positivo derivado de 
una mayor representación femenina en la vida pública y política si las mujeres que 
obtengan acceso no están además capacitadas para participar activamente en los 
debates e influir en las decisiones que se adopten.

“Los derechos de la mujer en la vida pública y política”, en Los derechos de la mujer son derechos 
humanos, Nueva York y Ginebra, el ACNUDH, 2014. Disponible en https://shop.un.org y http://www.
un-ilibrary.org.

Igualdad de acceso a la función pública

En lo que se refiere a los puestos de la función pública, el principio básico de la 
igualdad es el que debe gobernar los criterios y los procesos de nombramiento, 
ascenso, suspensión y despido, que debe ser objetivo y razonable.

En sus funciones de supervisión, los parlamentarios deben prestar particular 
atención a las condiciones de acceso, a las restricciones existentes, los procesos 
de nombramiento, ascenso, suspensión y despido o separación del servicio, y los 
mecanismos judiciales u otros mecanismos de revisión que estén vigentes en relación 
con esos procesos.

La información y los medios de comunicación

Por último, es indispensable que los ciudadanos, los candidatos y los representantes 
elegidos tengan capacidad para debatir libremente y comunicar información e ideas 
sobre los asuntos políticos, celebrar manifestaciones pacíficas y reuniones, publicar 
material político y hacer campaña para las elecciones. Una prensa independiente, 
unos medios de información libres que expresen una diversidad de opiniones políticas 
(elementos clave en todo ello) y el respeto a la libertad de asociación, que garantice la 
posibilidad de formar partidos políticos y de afiliarse a ellos, son indispensables para 
una democracia saludable.

Lecturas complementarias

–	 El derecho a la privacidad en la era digital, el ACNUDH, A/HRC/27/37, 2014.

–	 Plan de Acción de Rabat sobre la prohibición de la apología del odio nacional, racial o religioso que constituye 
incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia, el ACNUDH, 2013. Disponible en inglés en: www.
ohchr.org/Documents/Issues/Opinion/SeminarRabat/Rabat_draft_outcome.pdf.

–	 Factores que obstaculizan la participación política en condiciones de igualdad y medidas para superar esas 
trabas, el ACNUDH, A/HRC/27/29.

–	 Moving Away from the Death Penalty: Arguments, Trends and Perspectives, Nueva York, las Naciones Unidas, 
2014. Disponible en inglés en: www.ohchr.org/Lists/MeetingsNY/Attachments/52/Moving-Away-from-the-
Death-Penalty.pdf.

https://shop.un.org
http://www.un-ilibrary.org
http://www.un-ilibrary.org
http://www.ohchr.org/Documents/Issues/Opinion/SeminarRabat/Rabat_draft_outcome.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Issues/Opinion/SeminarRabat/Rabat_draft_outcome.pdf
http://www.ohchr.org/Lists/MeetingsNY/Attachments/52/Moving-Away-from-the-Death-Penalty.pdf
http://www.ohchr.org/Lists/MeetingsNY/Attachments/52/Moving-Away-from-the-Death-Penalty.pdf



